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El expediente materia de análisis permite abordar una serie de problemáticas jurídicas, dentro 
de las cuales cabe destacar el análisis integral de la teoría del delito y sus diferentes 
subcategorías. Asimismo, se encuentran presentes aspectos de la normativa procesal a ser 
contrastados desde el aún vigente Código de Procedimientos Penales y la más reciente 
normativa del Nuevo Código Procesal Penal, principalmente en torno al control judicial de las 
resoluciones de primera instancia efectuado por la Corte Suprema. Finalmente, en la 
tramitación del expediente subyace una problemática cuya relevancia y necesidad de 
prevención ha venido tomando mucha importancia en los últimos años, como lo es el 
fenómeno de la violencia de género y lo que ello entraña para la aplicación de las categorías 
e instituciones jurídico-penales vigentes en nuestro ordenamiento. En razón de lo señalado, 
considero que la presente investigación se justifica en dos principales razones: la revisión de 
la tipicidad, antijuridicidad y culpabilidad en el caso concreto y las vías alternativas a través 
de las cuales las causas de justificación podrían ser reinterpretadas en función de los efectos 
que un fenómeno estructural como la violencia de género podría tener en la aplicación del 
Derecho Penal. En ese sentido, se sustenta como hipótesis la concurrencia de un estado de 
necesidad exculpante en la conducta de la procesada y, asimismo, postulo una 
reinterpretación de los parámetros para la aplicación de la causa de justificación del “estado 
de necesidad justificante” en atención a los efectos que la violencia de género podría tener 
tanto sobre la víctima de la misma como sobre aquellos terceros en estrecha vinculación con 
esta. Para el presente trabajo, se utilizó como metodología la revisión de doctrina jurídica y 
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Informe del Expediente E-1731 
N.° de Expediente: 535-2002 
Origen: Corte Superior de Justicia de Lima 
Materia: Derecho Penal y Procesal Penal; Teoría General del Derecho 
Proceso: Delito contra la Libertad Personal – Secuestro 
Imputado: Magda Agapita Castañeda Moreno 
Agraviado: Miguel Ángel Páucar Rodríguez 
I. INTRODUCCIÓN 
Los problemas jurídicos identificados en la tramitación del presente expediente y que revisten 
mayor interés abarcan múltiples áreas del derecho, entre las cuales es posible identificar 
temas de Derecho Penal (Teoría del Delito y delitos contra la libertad – Parte Especial del 
Código Penal), Derecho Procesal Penal y Teoría General del Derecho. 
De modo enunciativo, mas no limitativo, los problemas concretos que surgen del análisis del 
expediente jurídico son los siguientes: 
 Sobre Teoría del Delito: Imputación objetiva, autoría y participación, concurso de 
delitos, causas de justificación y exculpación (análisis de antijuridicidad y culpabilidad) 
Del análisis jurídico del expediente, me fue posible advertir que se abarcan una serie 
de conceptos estudiados en la Teoría del Delito, siendo posible realizar un análisis 
global de los hechos acaecidos de cara a dichos conceptos. 
Del mismo modo, considero relevante el cuestionamiento de otras instituciones 
“tradicionales” en el Derecho Penal como viene a ser el tratamiento del error de 
prohibición y sus consecuencias de cara a una determinación judicial de la pena 
acorde al necesario test de proporcionalidad constitucional que debe llevarse a cabo. 
 Sobre la Parte Especial del Derecho Penal, se evidencia problemas vinculados con la 
tipicidad de los delitos de secuestro, violación de domicilio y coacción 
Resulta especialmente relevante el análisis de los elementos objetivos del delito de 
secuestro, pues, si bien el tipo penal que lo sanciona fue variando en lo que refiere a 
la agravación de la pena conminada a lo largo de los años, los supuestos de hecho y 
modalidades agravadas que surgen del análisis del caso en concreto se mantienen 
inmutables hasta la actualidad. 
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En la misma línea, a partir del voto en minoría expresado en la sentencia de la Sala 
Superior, también resulta relevante referirnos a los elementos que configuran el delito 
de coacción y a los criterios diferenciadores entre dicho delito y el de secuestro. 
 Sobre el Derecho Procesal Penal: evidenciamos problemas relativos al Proceso penal 
ordinario, teoría de la prueba y apuntes comparativos de las reglas procesales 
aplicables según el Código de Procedimientos Penales y el Nuevo Código Procesal 
Penal a la actuación de la Corte Suprema en el caso en concreto 
En lo que a este tema respecta, resulta pertinente analizar si la tramitación del proceso 
penal ordinario fue correcta. Es menester, asimismo, cuestionar la labor del Ministerio 
Público respecto de las insuficiencias que es posible advertir en la imputación 
formulada en contra de la procesada, lo cual tiene un correlato en las otras múltiples 
deficiencias que es posible identificar en la tramitación del expediente, en lo que 
refiere a la ausencia de la incorporación de agentes con un rol trascendental en la 
ejecución del delito y la ausencia de mayores elementos de prueba y otras omisiones 
que resulta necesario revisar a efectos de conocer si nos hallamos ante un 
pronunciamiento judicial debidamente motivado.  
 Sobre la Teoría General del Derecho: Es posible recurrir a la perspectiva de género 
aplicada al Derecho Penal y a la interpretación constitucional de normas penales 
A modo de propuesta, puede resultar de especial interés para el análisis de este caso 
recurrir a la teoría general del derecho, particularmente al enfoque de género, y 
ensayar la posibilidad de aplicarlo en el análisis jurídico del expediente. En tal sentido, 
resultan útiles los criterios desarrollados en la tesis doctoral de la profesora María 
Camila Correa Flórez referido a la “legítima defensa en situaciones sin confrontación”, 
desde donde se cuestiona criterios tradicionales de la parte general del Derecho Penal 
desde una perspectiva de género y que, en el caso concreto, me permito adaptar para 
la causa de justificación denominada “estado de necesidad justificante”. En esa línea, 
este aporte permitiría analizar si nos encontramos ante una conducta justificada o no 
culpable desde un enfoque que permita poner en primer plano los maltratos 
sistemáticos en razón de género acreditados en el presente caso y cómo es que el 
Derecho Penal puede llevar a mitigar o re-victimizar dichas ocurrencias a través de la 






II. RESUMEN DE HECHOS DEL CASO: 
El día 13 de abril de 1998, aproximadamente a las 2:00 p.m., Miguel Ángel Páucar Rodríguez 
fue aprehendido contra su voluntad por tres sujetos que ingresaron al interior de su domicilio, 
ubicado en la avenida Caminos del Inca N.° 214, Lote 1, Vallecito Alto, San Gabriel, en el 
distrito de Villa María del Triunfo y quienes habrían estado actuando bajo las órdenes de la 
también presente Magda Agapita Castañeda Moreno (madre de la conviviente del agraviado), 
con el fin de llevárselo por la fuerza e internarlo en el Centro de Rehabilitación para personas 
farmacodependientes, WHOMO, ubicado en el distrito de Comas 
Luego de quedar internado contra su voluntad en dicho centro, el agraviado aprovechó un 
descuido de sus celadores y logró escapar aproximadamente a las 05:00 a.m. del día 14 de 
abril de 1998, huyendo con rumbo a su domicilio, luego de lo cual dio aviso a las autoridades 
de los hechos sucedidos. 
A lo largo de la instrucción y del juicio oral, la denunciada adujo que su actuación se dio en 
razón de los múltiples maltratos físicos y psicológicos que el agraviado había venido 
ejerciendo sobre su hija, abusos que aparentemente se habrían producido bajo los efectos 
del consumo de drogas y alcohol, a partir de lo cual se comunicó con un conocido que tenía 
a su cargo un centro de rehabilitación y quien le ofreció apoyo para internar al agraviado. La 
denunciada indicó, además, que justificaba su conducta en razón del rol protector que como 
madre tiene sobre su hija, y que desconocía la antijuridicidad de la misma al creer que, para 
que un secuestro se considere como tal, era necesario que concurra el elemento lucrativo 
dentro del mismo. 
Mediante sentencia de fecha 31 de mayo de 2001, la Primera Sala Penal Corporativa para 
procesos con reos libres falló por mayoría, condenando a Magda Agapita Castañeda Moreno 
a  dos años de pena de privativa de libertad, suspendida por el plazo de un año y al pago 
de trescientos nuevos soles de reparación civil al haberse configurado un supuesto de error 
de prohibición vencible, ya que la inculpada consideró que su conducta no era antijurídica 
al creer que para la configuración del tipo penal de secuestro era necesaria la concurrencia 
de un móvil lucrativo propio sí del delito de extorsión, no pudiéndosele exigir el conocimiento 
de la inexistencia de dicho móvil, y por ende, advertir la antijuridicidad de su comportamiento 
“debido a su entorno cultural y su grado de instrucción”, situación que hace atenuable la 
determinación de la sanción por dicho ilícito. 
Mediante Ejecutoria Suprema de fecha 13 de agosto de 2001, la Sala Penal Transitoria de la 
Corte Suprema de Justicia resolvió haber nulidad en la sentencia recurrida, y reformándola, 
absolvieron a Magda Agapita Castañeda Moreno de la acusación fiscal formulada en su 
contra en razón de haber actuado en defensa de su hija, la misma que era maltratada 
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continuamente por su conviviente, tal como se acredita en autos. Por lo tanto, se configura la 
causa eximente de responsabilidad prevista en el inciso cuarto del art. 20° del CP, toda 
vez que se encontraba en peligro la integridad corporal de un tercero, bien jurídico que resulta 
predominante sobre el interés dañado, no concurriendo además el elemento subjetivo del tipo, 
presentándose en tal contexto un estado de necesidad justificante. 
III. DESARROLLO DEL PROCESO PENAL: 
3.1 ATESTADO POLICIAL 
Con fecha 12 de julio de 1998, la División de Investigación Criminal Sur, emitió el Atestado 
Policial N.º 296-98-JPMS-DIVINCRI-SUR (f. 12), documento policial que fue posteriormente 
remitido a la 7° Fiscalía Provincial Penal de Lima, en el cual se detalló las investigaciones 
efectuadas con relación a los eventos suscitados, dándose cuenta de lo siguiente, en razón 
de los actos de investigación preliminar llevados a cabo hasta dicho momento:  
 Que, Magda Agapito Castañeda Moreno (47) es madre de Mónica Medalí Salinas 
Castañeda (22), quien, a su vez, es conviviente de Miguel Ángel Páucar Rodríguez 
(28), habiendo procreado a la menor de 03 años de edad de nombre Merly Páucar 
Salinas. 
 
 Que, Miguel Ángel Páucar Rodríguez (28) convive con Mónica Medalí Salinas 
Castañeda (22) desde hace 05 años y siempre su suegra Magna Agapita Castañeda 
Moreno (47) se entromete en sus problemas conyugales [sic], debido a que en algunas 
oportunidades ha maltratado a su conviviente; que el 13 de abril de 1998, su suegra, 
en compañía de tres sujetos desconocidos, del Centro de Rehabilitación para 
Drogadictos “WHOMO” ingresaron violentamente al domicilio y, golpeándolo, lo 
introdujeron a un automóvil, llevándoselo a fin de internarlo (contra su voluntad) en el 
Centro antes mencionado, no sin antes haber sido víctima de amenazas de muerte 
por parte de los sujetos.  
 
 Que las lesiones que presenta Miguel Ángel Páucar Rodríguez (28) del hecho ocurrido 
el 13 de abril de 1998 han quedado acreditadas según se desprende del Certificado 
Médico Legal No. 021255-L, donde al examen médico presenta: EQUIMOSIS En 1/3, 
½ MUSLO IZQUIERDO, GLÚTEO DERECHO. 1/3. ½ ANTEBRAZO IZQUIERDO, 
EQUIMOSIS EN 1/3 SUPERIOR BRAZO IZQUIERDO. ESCORIACIONES EN 
REGIÓN CRESTA ILIACA DERECHA OCASIONADO POR AGENTE 





 Que, Magda Agapita Castañeda Moreno (47) admite que el 13 de abril de 1998, en 
horas de la tarde, contrató los servicios particulares de un taxi marca TOYOTA 
COROLLA, de color blanco amarillo, de placa de rodaje SGA-696, llegando al 
domicilio de su yerno Miguel Ángel Páucar Rodríguez (28), ubicado en la Av. Caminos 
del Inca Mz. 214, Lt. 1, Vallecito Alto, José Carlos Mariátegui, VMT; acompañada de 
02 y no 03 sujetos, internos del Centro de Rehabilitación WHOMO, para llevárselo a 
dicho centro porque continuamente maltrataba físicamente a su hija Mónica Medalí 
Salinas Castañeda (22); que en ningún momento han ingresado al interior de la casa, 
por cuanto los hechos se suscitaron en el frontis del domicilio y que no ha sido 
maltratado ya que por su propia voluntad subió al vehículo, siendo llevado al centro 
de rehabilitación WHOMO por presentar problemas de conducta pues no se explica 
los motivos que tiene su yerno para maltratar a su hija.   
 
 Que, los maltratos físicos que ocasionó Miguel Ángel Páucar Rodríguez (28) a su 
conviviente Mónica Medalí Salinas Castañeda (22) y que ha sido motivo de la 
intervención de Magda Agapita Castañeda Moreno (47) ha quedado demostrado con 
el Certificado Médico Legal No. 021095-VFL, donde al examen practicado a la 
segunda persona nombrada, presenta: EQUIMOSIS EN CARA POSTERIOR DE 
HOMBRO DERECHO, AMPLIA EQUIMOSIS EN REGIÓN DELTOIDEA DERECHA, 
AMPLIA EQUIMOSIS EN HOMBRO IZQUIERDO, EQUIMOSIS EN TERCIOS 
SUPERIOR ANTERIOR Y MEDIO EXTERNO DEL BRAZO IZQUIERDO, EQUIMOSIS 
EN LA CARA PALMAR DE LA BASE DEL 5to. DEDO DE LA MANO IZQUIERDA. 
Atención facultativa: un día. Incapacidad médico legal: cuatro días. 
 
 Que, las testigos Marisol Cuellar Gonzáles (20) y Mirsa Gianella Alvarado Coronel (22) 
coinciden y corroboran lo indicado por Miguel Ángel Páucar Rodríguez (28) en relación 
con los hechos suscitados el 13 de abril de 1998 en horas de la tarde.  
Por último, en la parte final del mencionado atestado, el instructor a cargo arriba a la siguiente 
conclusión: 
 Que, del mérito de las manifestaciones recabadas y documentos recibidos se 
concluye que Magda Agapita Castañeda Moreno (47) y tres sujetos en proceso de 
identificación que pertenecerían al Centro de Rehabilitación para Drogadictos 
WHOMO, resultan ser presuntos autores de los Delitos Contra la Libertad – Violación 
de la libertad personal y violación de domicilio, en agravio de Miguel Ángel Páucar 
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Rodríguez (28), hecho ocurrido el 13 de abril de 1998 en la jurisdicción de Villa María 
del Triunfo. 
 
3.2  DENUNCIA FISCAL 
Mediante denuncia fiscal Nro. 219-98 de fecha 29 de setiembre de 1998 (f. 48), la Séptima 
Fiscalía Provincial en lo Penal de Lima formalizó denuncia penal contra MAGDA AGAPITA 
CASTAÑEDA MORENO como presunta responsable de la comisión del delito contra la Libertad 
– Violación de la Libertad Personal, previsto y sancionado en el art. 152° del Código Penal; 
en agravio de Miguel Ángel Páucar Rodríguez, en atención a los siguientes argumentos: 
- Que, aparece de autos que con fecha 13 de abril de 1998, en circunstancias en las 
que el agraviado se encontraba en el interior de su domicilio ubicado en la Av. 
Caminos del Inca Nro. 214, Lote 1, Vallecito Alto, San Gabriel, VMT; de manera 
sorpresiva hizo su ingreso la denunciada conjuntamente con otros sujetos 
desconocidos, los mismos quienes le hicieron salir a la fuerza, introduciéndolo a un 
vehículo, siendo conducido a un Centro de Rehabilitación para drogadictos ubicado 
en el distrito de Comas, lugar donde quedó internado, así como también fue víctima 
de maltratos físicos, hasta el día siguiente en que logró escapar del mismo; hechos 
que ameritan una investigación a nivel judicial.  
Asimismo, el Ministerio Público se pronunció respecto al delito contra la Libertad – Violación 
de domicilio, señalando que no se cuenta con los presupuestos configurativos del mismo, 
puesto que de los hechos se advierte que la intención de la denunciada fue trasladarlo en 
contra de su voluntad al referido Centro de Rehabilitación, por lo que se resuelve no haber 
mérito para formalizar denuncia penal contra MAGDA AGAPITA CASTAÑEDA MORENO por el 
delito contra la Libertad – Violación de domicilio, disponiéndose el archivo definitivo de los 
actuados en cuanto a ese extremo se refiere. 
3.3 AUTO DE APERTURA DE INSTRUCCIÓN Y DILIGENCIAS SOLICITADAS CON POSTERIORIDAD 
Con fecha 27 de octubre de 1998, el Vigésimo Cuarto Juzgado especializado en lo Penal de 
Lima, dispuso abrir instrucción en la vía ordinaria contra MAGDA AGAPITA CASTAÑEDA 
MORENO por la presunta comisión de delito contra la Libertad – Secuestro, previsto y 
sancionado en el art. 152° del Código Penal, en aparente agravio de Miguel Ángel Páucar 
Rodríguez. 
Asimismo, se dictó mandato de comparecencia restringida sujeta a las siguientes reglas: a) 
no variar de domicilio sin previo aviso al juzgado; b) no ausentarse del lugar de su residencia 
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sin autorización del Juzgado; c) Cumplir con las citaciones y mandatos judiciales; d) Concurrir 
cada fin de mes al local del Juzgado a firmar el libro correspondiente.  
Finalmente, se ordenó la actuación de las siguientes diligencias: i) declaración instructiva de 
la procesada Magda Agapita Castañeda Moreno; ii) declaración preventiva del agraviado 
Miguel Ángel Páucar Rodríguez; iii) declaraciones testimoniales de Medalí Salinas Castañeda, 
Marisol Cuellar Gonzales, Mirsa Gissela Alvarado Coronel, Benavides Octavio Arteaga 
Rodriguez, Dora Alfaro Sotelo y Carlos Villacrises Cavero; sin perjuicio de las demás 
diligencias que resultasen necesarias para el esclarecimiento de los hechos instruidos. 
Cabe mencionar que a través del dictamen de fecha 17 de marzo de 1999, la Vigésimo Cuarta 
Fiscalía Provincial Penal de Lima solicitó la ampliación de la instrucción por el plazo de 30 
días, solicitando la actuación de las siguientes diligencias (nuevas): i) Que se lleve a cabo 
una confrontación entre la procesada y el agraviado por existir contradicciones en sus 
respectivas declaraciones. Mediante resolución de fecha 24 de marzo de 1999, el Vigésimo 
Cuarto Juzgado especializado en lo Penal de Lima ordenó que se practique la mencionada 
diligencia.  
A través de escrito de fecha 12 de abril de 1999, el agraviado Páucar Rodríguez solicitó que 
se lleve a cabo una diligencia de reconstrucción de los hechos y, a la vez, solicitó a la 
judicatura que disponga la realización de un examen toxicológico sobre su persona a fin de 
desvirtuar las declaraciones de la procesada que lo sindican como adicto a las drogas. 
Mediante resolución de 13 de abril de 1999, el Juzgado resolvió no ha lugar a la primera 
solicitud y fijó fecha para la realización del examen toxicológico a ser practicado al agraviado. 
Posteriormente, mediante oficio N.º 401-98-JDA de fecha 21 de abril de 1999, el Juzgado 
solicitó a la Oficina Médico Legal de Lima se sirva practicar con carácter de urgencia el 
mencionado reconocimiento médico legal a fin de determinar si el presunto agraviado es 
consumidor de drogas o fármaco dependiente. 
A través de escrito de fecha 20 de abril de 1999, el agraviado Páucar Rodríguez solicitó que 
se practique diligencia de reconocimiento a efectos de que el testigo Benavides Arteaga 
Rodríguez, chofer del automóvil empleado para ejecutar el secuestro, reconociese a la 
procesada como la autora directa de los hechos y presente en la escena del crimen. Mediante 
resolución de fecha 26 de abril, el Juzgado resolvió no ha lugar a lo solicitado. 
3.4 DILIGENCIAS ACTUADAS EN LA INSTRUCCIÓN Y OTROS DOCUMENTOS: 
 
A. Declaraciones: 
1. Declaración instructiva de Magda Agapita Castañeda Moreno (fs. 68-71) 
2. Declaración preventiva de Miguel Ángel Páucar Rodríguez (fs. 72-74) 
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3. Declaración testimonial de Marisol Cuellar Gonzáles (fs. 75-76) 
4. Declaración testimonial de Benavides Octavio Arteaga Rodríguez (fs. 78-79) 
5. Declaración testimonial de Mirsa Gisella Alvarado Coronel (fs. 92-93) 
6. Declaración testimonial de Mónica Medalí Salinas Castañeda (fs. 132-134) 
 
B. Documentos recabados: 
- Antecedentes penales de la procesada Magda Agapita Castañeda Moreno (f. 91) 
- Oficio N.º 2915-99-A-CSJL-R, emitido por la Coordinadora de la Corte Superior de 
Lima ante el Reniec (f. 121) 
- Oficio N.º 3235-99-A-CSJL-R, emitido por la Coordinadora de la Corte Superior de 
Lima ante el Reniec (f. 145) 
- Dictamen s/n emitido por la Vigésimo Cuarta Fiscalía Provincial Penal de Lima (fs. 
152-153) 
 
C. Otras diligencias: 
- Diligencia de confrontación entre la procesada Magda Agapita Castañeda Moreno y 
el agraviado Miguel Ángel Páucar Rodríguez. (fs. 148-149) 
 
D. Diligencias practicadas luego de la emisión de la disposición fiscal superior 
ampliatoria: 
o Diligencia de confrontación entre la encausada Magda Agapita Castañeda Moreno y 
la testigo Mirsa Guisella Alvarado Coronel (fs. 193-194) 
o Declaración testimonial de Leonor Marlene Páucar de Gallardo (fs. 198-199) 
 
3.5 INFORMES FINALES 
MINISTERIO PÚBLICO: 
Mediante Dictamen s/n de fecha 26 de mayo de 1999, la Vigésimo Cuarta Fiscalía Provincial 
Penal de Lima da cuenta de las diligencias actuadas hasta aquel momento y señala que se 
ha llegado a determinar que el día 13 de abril de 1998, cuando el agraviado Miguel Ángel 
Páucar Rodríguez se encontraba en el interior de su domicilio siendo aproximadamente las 
dos de la tarde, llegó un vehículo que se estacionó al frente de su inmueble, de donde salieron 
tres sujetos conjuntamente con la procesada, los que por indicaciones de esta, ingresaron a 
la casa del agraviado, y propinándole golpes diversos en el cuerpo lograron reducirlo, para 
luego sacarlo e introducirlo al vehículo servicio de taxi que contrataron, para conducirlo a un 
Centro de Rehabilitación en contra de su voluntad, con el argumento de que el agraviado 
tiene adicción al consumo de drogas, imputaciones que durante el desarrollo del proceso se 
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ha llegado a demostrar con las declaraciones testimoniales de Marisol Cuellar Gonzáles, 
Benavides Octavio Arteaga Rodríguez y Mirsa Gisella Alvarado Coronel (fs. 75-76; 78-79 y 
92-94, respectivamente), quienes de manera uniforme confirman las imputaciones que hace 
el agraviado en contra de la procesada, de que el día de los hechos tres sujetos lo sacaron 
de su casa en forma violenta, propinándole golpes, por órdenes de la procesada -quien los 
dirigía-, la misma que se encontraba en la escena de los hechos.  
Según la versión de la defensa, el agraviado fue conducido a un Centro de Rehabilitación 
para Drogadictos en razón de que se dedica al consumo de drogas, afirmaciones que no han 
sido debidamente demostradas con prueba idónea, ya que muy por el contrario, dos de los 
testigos antes señalados manifestaron desconocer que el agraviado se dedique al consumo 
de drogas, con lo cual se desvanece las aseveraciones que da la procesada en su declaración 
instructiva [sic], advirtiéndose que la violencia que emplearon los sujetos para sacar al 
agraviado de su domicilio se evidencia con el resultado del reconocimiento médico legal que 
corre a fs. 32, en donde se aprecian las lesiones que presenta el agraviado, hechos que 
configuran el tipo penal instruido en virtud de que en contra de su voluntad, lo sustrajeron de 
su domicilio para conducirlo a otro lugar, con el empleo de violencia, por lo que en mérito de 
las pruebas existentes en el proceso la Fiscalía concluye que se encuentra acreditada la 
existencia del delito instruido así como la responsabilidad penal de la procesada. 
PODER JUDICIAL: 
Mediante Informe Final de fecha 11 de junio de 1999, el Vigésimo Cuarto Juzgado Penal de 
Lima dio cuenta de los hechos instruidos y las diligencias practicadas hasta aquel momento, 
señalando que fluye de autos la imputación contra Magda Agapita Castañeda Moreno de que 
el 13 de abril de 1998, en circunstancias que el agraviado Miguel Ángel Páucar Rodríguez se 
encontraba en el interior de su domicilio ubicado en la Av. Caminos del Inca, Nro. 214, Lote 
1, Vallecito Alto, San Gabriel, distrito de Villa María del Triunfo, de manera sorpresiva llegó la 
encausada hasta la puerta a bordo de un vehículo, haciendo su ingreso en compañía de tres 
sujetos desconocidos, quienes lo cogieron a la fuerza y lo sacaron a empellones, 
introduciéndolo a dicha unidad, donde le taparon la cara y golpearon, diciéndole que lo 
matarían, habiéndole dejado en un Centro de Rehabilitación para Drogadictos ubicado en el 
distrito de Comas, logrando el agraviado escapar al día siguiente a las 17.00 horas 
aproximadamente, sentando su denuncia ante la unidad competente. Asimismo, se dio 
cuenta de las diligencias actuadas (señaladas en el numeral 2.4 del presente informe, literales 
A, B y C). 
A consideración de lo actuado, el Juzgado señala que se ha llegado a determinar: 
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1. Que el agraviado, al rendir tanto su manifestación policial (fs. 21-22), como su 
declaración preventiva (fs. 72-74), señala que el día 13 de abril de 1998, en horas de 
la mañana, tuvo una discusión familiar con su conviviente sobre un problema de salud 
de su menor hija, maltratándola físicamente, lo que motivó que ella se comunicara por 
teléfono con su madre (la procesada), quien llegó a bordo de un vehículo en compañía 
de tres sujetos desconocidos, dándoles órdenes para que lo atrapen, y que en esos 
momentos quiso cerrar la puerta que da acceso a su domicilio, siendo impedido por 
dichos sujetos, quienes le comenzaron a golpear y luego de forcejear lo llevaron a la 
fuerza al vehículo, oponiendo el agraviado resistencia en todo momento, logrando los 
sujetos su cometido y tirándolo en la parte del piso del automóvil boca abajo, pisándole 
la espalda.   
Asimismo, refiere que dichos sujetos agresores, así como el director del Centro de 
Rehabilitación de Drogadictos donde lo llevaron le indicó que la procesada había 
pagado una cantidad de dinero para que lo golpeen por cuatro días [sic]; señalando a 
su vez que el día 14 de abril del mismo año, en horas de la madrugada, se escapó de 
dicho centro, dirigiéndose a su domicilio y que en horas de la tarde presentó la 
denuncia correspondiente ante el Ministerio Público.  
Indicó además que no consume bebidas alcohólicas ni sustancias estupefacientes, 
versiones que se encuentran corroboradas por las declaraciones vertidas por las 
testigos Mirsa Gisella Alvarado Coronel y Marisol Cuellar Gonzales, al rendir sus 
manifestaciones policiales (fs. 92-93 y 75-76, respectivamente), quienes agregan que 
el agraviado es una persona sana, no habiéndole observado en alguna oportunidad 
consumir droga, así como que divisaron que la procesada en todo momento impartía 
órdenes a los sujetos que golpearon al procesado. 
 
2. Que, si bien la procesada al rendir su manifestación policial (fs. 23-25, ampliada a fs. 
26), como su declaración instructiva (fs. 68-71), niega los cargos que se le imputan, 
señalando que el motivo de la concurrencia al domicilio del agraviado se debió a la 
llamada telefónica que le hizo su hija Medalí, quien le refirió que su conviviente se 
encontraba drogado maltratándola físicamente; refiere asimismo que su hija Mónica 
Medalí Salinas ya había hablado con el director del Centro de Rehabilitación para 
Drogadictos “Whomo”, para intentar rehabilitar a su conviviente ahora agraviado; 
habiéndose este producido las lesiones que presenta al asustarse y correr, 
tropezando con la casaca que llevaba en la mano y cayéndose, siendo cogido por los 
dos sujetos del centro de rehabilitación; versiones que se encuentran corroboradas 
por lo manifestado por la hija de la procesada al rendir su declaración testimonial (fs. 




a) La procesada es sindicada directamente por el agraviado como la persona que 
dirigió el secuestro en su agravio; imputaciones que se encuentran corroboradas 
por las declaraciones vertidas por las testigos Mirsa Gisella Alvarado Coronel y 
Marisol Cuellar Gonzales; 
b) La procesada cae en una serie de contradicciones, desde que en la etapa policial 
señala textualmente “que, luego de la llamada de su hija, conversó con el Director 
del Centro de Rehabilitación ‘Whomo’, de nombre Carlos Villacrices, a quien le 
rogó que le hiciera el favor de traer al Centro de Rehabilitación al agraviado quien 
le estaba maltratando a su hija luego de haberse drogado”, incluso refiere que 
pagó la cantidad de cinco nuevos soles (S/ 5.00) para que los jóvenes del centro 
realicen esta labor, siendo el caso que al llegar al frente del domicilio del agraviado 
le dijo “ahora vas a ver”, versiones que las varía a nivel judicial, posiblemente 
asesorada por un letrado [sic], donde indica que fue su hija como conviviente del 
agraviado quien habló con el director del centro para internar al agraviado en 
mención;   
c) La procesada, además, indica que al momento de la acción por parte de los sujetos 
del centro de rehabilitación, el citado agraviado no se ha resistido a su traslado, 
versiones que de igual modo no se ajustan a la realidad, desde que el agraviado 
en todo momento trató de huir como la misma procesada lo indica, es por ello que 
fue perseguido por los sujetos del centro, quienes lo golpearon, conforme se 
acredita con el certificado médico obrante a fs. 32, colegido por lo vertido por el 
testigo Benavides Octavio Arteaga Rodríguez (taxista que trasladó al agraviado al 
centro de rehabilitación), quien indica en su declaración testimonial (fs. 78-79) que 
los mencionados sujetos hicieron subir al agraviado a la fuerza, habiendo entre 
ellos forcejeo para luego hacerlo entrar al vehículo, manteniéndolo en todo 
momento en el piso del auto. 
Por lo señalado, el Juzgado es de la opinión de que en autos SE ENCUENTRA ACREDITADA 
LA COMISIÓN DEL DELITO CONTRA LA LIBERTAD – SECUESTRO en agravio de Miguel 
Ángel Páucar Rodríguez, ASÍ COMO LA RESPONSABILIDAD PENAL DE LA PROCESADA 
MAGDA AGAPITA CASTAÑEDA MORENO.  
3.6 DICTAMEN FISCAL SUPERIOR AMPLIATORIO 
Mediante dictamen Nro. 419 de fecha 19 de noviembre de 1999 (f. 174), la Primera Fiscalía 
Superior en lo Penal de Lima solicitó la ampliación de la instrucción por el plazo de cuarenta 
días (la cual fue concedida por la Primera Sala Penal Corporativa para procesos ordinarios 
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con reos libres mediante resolución de fecha 24 de noviembre de 1999 [f. 175] y dispuesto 
por el Juzgado mediante resolución de fecha 07 de enero de 2000 [f. 178]), en razón de que 
estimó necesario que se realicen las siguientes diligencias antes de emitir acusación: 
1. Se confronte a la procesada Castañeda Moreno con los testigos Marisol Cuellar 
Gonzales, Benavides Octavio Arteaga Rodríguez y Mirsa Gisella Alvarado Coronel, 
debido a las contradicciones que existen en sus manifestaciones.  
2. Se practique al agraviado Páucar Rodríguez un examen médico a fin de determinar 
su dependencia a la droga. 
3. Se reciba la testimonial de Marleny Páucar Rodríguez, así como de Ricardo 
Maldonado Monge y Carlos Villacrices Cavero. 
4. Se emita razón por secretaria sobre si la encausada está cumpliendo con las reglas 
de conducta dispuestas por el juzgador en el auto de apertura de instrucción. 
5. Se recabe el certificado de antecedentes judiciales de la procesada Castañeda 
Moreno. 
 
3.7 INFORMES FINALES COMPLEMENTARIOS 
MINISTERIO PÚBLICO: 
Mediante Dictamen Final Complementario s/n de fecha 30 de marzo de 2000, la Vigésimo 
Cuarta Fiscalía Provincial Penal de Lima dio cuenta de las dos únicas nuevas diligencias 
realizadas (confrontación entre la procesada Magda Castañeda Moreno y la testigo Mirsa 
Guisella Alvarado Coronel [fs. 193-194] y la declaración testimonial de Leonor Marlene Páucar 
de Gallardo [fs. 198-199]). 
Respecto de la primera de estas, la procesada refiere que es falso lo declarado por la testigo, 
dado que nadie ha golpeado al agraviado; mientras que la testigo manifiesta que vio a tres 
sujetos que bajaron del vehículo a capturar al agraviado, golpeándolo y conduciéndolo a dicho 
vehículo, versión que es refutada por la procesada. 
Respecto de la segunda diligencia, la testigo, hermana del agraviado, narra los hechos 
manifestando que en circunstancias que se encontraba almorzando en su casa, su mamá 
empezó a gritar, ante esta situación la deponente señala que vio que habían tres sujetos que 
sacaban a su hermano de la casa, arrastrándolo y golpeándolo, hasta conducirlo a un 
vehículo estacionado cerca de la casa y que, al acercarse a dicho vehículo, la procesada y 
su hija la retiraron insultándola y sin explicarle a dónde se llevaban a su hermano. 
La Fiscalía concluye su dictamen señalando que reproduce en todos sus extremos su 
dictamen final de fs. 152 y, por los mismos fundamentos, concluye opinando que se encuentra 
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acreditada la existencia del delito instruido, así como la responsabilidad penal de la procesada 
Magda Agapita Castañeda Moreno. 
PODER JUDICIAL: 
Mediante Informe Complementario Final de fecha 09 de octubre de 2000, el Vigésimo Cuarto 
Juzgado Penal de Lima dio cuenta de las diligencias realizadas por disposición superior 
ampliatoria, dando cuenta de lo siguiente: 
 A fs. 179, la razón emitida por el Secretario cursor sobre el cumplimiento de las reglas 
de conducta que se le impusiera a la procesada en el auto de apertura de instrucción. 
 A fs. 191, la constancia de inconcurrencia de la testigo Marisol Cuellar Gonzáles para 
los efectos de la diligencia de confrontación con la procesada Magda Agapita 
Castañeda Moreno. 
 A fs. 192, la constancia de inconcurrencia del testigo Benavides Octavio Arteaga 
Rodríguez, para los efectos de la diligencia de confrontación con la inculpada. 
 A fs. 193-194, la diligencia de confrontación entre la encausada y la testigo Mirsa 
Guisella Alvarado Coronel. 
 A fs. 198-199, se inserta la declaración testimonial de Leonor Marlene Páucar de 
Gallardo. 
 A fs. 216, el dictamen complementario del señor Fiscal Provincial. 
A partir de estas nuevas actuaciones, el Juzgado emite las siguientes conclusiones: 
1. Que, conforme se desprende de la razón de fs. 179, la procesada viene cumpliendo 
regularmente con apersonarse al local del Juzgado a efectos de registrar 
mensualmente su firma. 
2. Que, de la diligencia de confrontación de fs. 193-194, la inculpada sostiene que es 
falso lo declarado por la testigo Mirsa Guisella Alvarado Coronel, por cuanto nadie 
golpeó al agraviado, en cuanto a los tres sujetos que refiere su confrontada, será 
porque ha incluido al conductor del vehículo, quien se mantuvo en el interior del 
automóvil, siendo que el damnificado se resbaló y cayó hacia los sujetos, quienes lo 
levantaron y que caminó unos cuatro pasos, donde lo introdujeron [sic]; en tanto, la 
testigo asevera que vio a tres sujetos que bajaron del automóvil y que estos, luego de 
capturar al agraviado, lo golpearon, conduciéndolo posteriormente al automóvil que 
se encontraba a veinte pasos, siendo que el perjudicado opuso resistencia y lo 
golpearon, inclusive dentro del vehículo. 
3. Que, a fs. 198-199 obra la declaración testimonial de Leonor Marlene Páucar de 
Gallardo, hermana del agraviado, donde refiere que el día 13 de abril de 1998, a las 
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14:00 horas, momentos en que se encontraba almorzando, al escuchar los gritos de 
su madre, optó por bajar a ver lo que acontecía, observando que habían tres 
individuos que retiraban a su hermano de su domicilio, arrastrándolo y golpeándolo, 
logrando introducirlo a la fuerza a un automóvil que se encontraba estacionado a 
cuatro metros; al acercarse y sentarse dentro del vehículo, la inculpada y su hija de 
nombre “July” la bajaron del vehículo, para inmediatamente enrumbarse con destino 
ignorado. 
4. Que, de lo anteriormente expuesto, se logra determinar que las pruebas actuadas 
durante el plazo ampliatorio [sic] no logran variar la situación jurídica de la procesada 
y que, por tanto, reproduce el informe final primigenio de fs. 155-159 y que es de la 
opinión de que en autos, SE ENCUENTRA ACREDITADA LA COMISIÓN DE 
DELITO CONTRA LA LIBERTAD – SECUESTRO en agravio de Miguel Ángel Páucar 
Rodríguez, ASÍ COMO LA RESPONSABILIDAD PENAL DE LA PROCESADA 
MAGDA AGAPITA CASTAÑEDA MORENO, debiéndose en todo caso recabarse el 
resultado del examen médico que se le practicara al perjudicado, a efectos de 
determinar su dependencia a la droga, conforme es de verse en los cargos de fs. 144 
y 206, salvo ilustrado mejor parecer. 
 
3.8 ACUSACIÓN FISCAL SUPERIOR 
En atención a las diligencias actuadas durante la instrucción, la Primera Fiscalía Superior en 
lo Penal de Lima emitió el Dictamen N° 446-2001 de fecha 07 de febrero de 2001 (fs. 228-
230), a través del cual se formuló acusación contra Magda Agapita Castañeda Moreno 
por delito contra la Libertad – Secuestro, en agravio de Miguel Ángel Páucar Rodríguez, 
solicitando que se le imponga seis años de pena privativa de libertad y se le condene al 
pago de mil nuevos soles por concepto de reparación civil, en razón de los siguientes 
términos:  
- Que, fluye de autos que con fecha 13 de abril de 1998, en circunstancias en las que 
el agraviado se encontraba en el interior de su domicilio en la Av. Caminos del Inca 
N.° 214 – Lt. 1 – Vallecito Alto, San Gabriel, en el distrito de Villa María del Triunfo, de 
manera sorpresiva hizo su ingreso la denunciada juntamente con otros sujetos 
desconocidos, los mismos quienes le hicieron salir a la fuerza, introduciéndolo a un 
vehículo, siendo conducido a un centro de rehabilitación para drogadictos ubicado en 
el distrito de Comas, lugar donde quedó internado, así como también fue víctima de 




- Asimismo, la Fiscalía señala que, compulsando los hechos y diligencias actuadas en 
el proceso, se advierte que se ha acreditado la comisión del ilícito instruido y la 
responsabilidad penal de la procesada, toda vez que si bien es cierto que en su 
declaración instructiva de fs. 68/71 niega la comisión del delito que se le imputa, 
señalando que el día de los hechos acudió al domicilio de su hija por una llamada 
telefónica de ella al haber sido maltratada físicamente por el agraviado que se 
encontraba drogado y que le pidió que la ayudara a trasladarlo al centro de 
Rehabilitación Whomo, habiendo acudido por ello con dos internos de este centro a 
fin de llevar al agraviado, lo que se realizó con toda tranquilidad y sin agredirlo; 
también lo es que luego de realizadas las diligencias pertinentes para el 
esclarecimiento del ilícito instruido, se tiene que la procesada en compañía de tres 
sujetos condujeron contra su voluntad al agraviado al Centro de Rehabilitación, lo que 
se desprende de su propia declaración instructiva y declaración testimonial de Marisol 
Cuellar Gonzales, Benavides Octavio Arteaga Rodríguez, Mirsa Gisella Alvarado 
Coronel, obrantes a fs. 75/76, 78/79 y 92/93 respectivamente, corroborándose de este 
modo la sindicación del agraviado en declaración preventiva de fs. 72/74; aunado a 
los hechos que a fs. 32 obra el Certificado Médico del agraviado en el que se precisa 
las lesiones que sufriera; por lo cual es necesario que los hechos se esclarezcan en 
el Juicio Oral. 
 
- Finalmente, la Fiscalía advierte que la procesada ha admitido haber conducido al 
agraviado al Centro de Rehabilitación, contando para ello con la sola autorización de 
la esposa de él, por lo que se aplica en su caso lo dispuesto en el art. 136° del Código 
de Procedimientos Penales1. 
 
3.9 AUTO DE CITACIÓN A JUICIO ORAL 
Mediante Resolución Nro. 180 de fecha 19 de marzo de 2001, la Primera Sala Penal 
Corporativa para procesos ordinarios con reos libres declaró haber mérito para pasar a juicio 
oral contra Magda Agapito Castañeda Moreno por la comisión de delito contra la Libertad – 
Secuestro en agravio de Miguel Ángel Páucar Rodríguez. 
 
                                                          
1 Artículo 136.- La confesión del inculpado corroborada con prueba, releva al Juez de practicar las diligencias que no sean 
indispensables, pudiendo dar por concluida la investigación siempre que con ello no se perjudique a otros inculpados o que no 
pretenda la impunidad para otro, respecto del cual existen sospechas de culpabilidad. La confesión sincera debidamente 
comprobada puede ser considerada para rebajar la pena del confeso a límites inferiores al mínimo legal. [texto vigente a la fecha 
de emisión de la acusación] 
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3.10 JUICIO ORAL 
Primera audiencia 
El día 17 de abril de 2001 se dio inicio a la primera audiencia pública de juicio oral en la causa 
seguida contra Magda Agapita Castañeda Moreno por la comisión del delito contra la Libertad 
– Secuestro, en agravio de Miguel Ángel Páucar Rodríguez.  
En la referida audiencia se llevaron a cabo las siguientes actuaciones: 
- Interrogatorio de la acusada por parte de la Fiscal Superior; Directora de Debates; 
Vocal Superior y por su propia defensa.   
Segunda audiencia 
La segunda audiencia de juicio oral se llevó a cabo el día 24 de abril de 2001, en la cual se 
llevaron a cabo las siguientes actuaciones: 
- Interrogatorio de la testigo Mónica Salinas Castañeda por parte de la Directora de 
Debates; Fiscal Superior y por el abogado de la defensa de la acusada. 
- Interrogatorio de la testigo Marisol Cuellar Gonzáles por parte de la Directora de 
Debates; Fiscal Superior y por el abogado de la defensa de la acusada. 
- Interrogatorio de la testigo Mirsa Alvarado Coronel por parte de la Directora de 
Debates; Fiscal Superior y por el abogado de la defensa de la acusada. 
- Contradicción entre las declaraciones de la acusada Magda Agapita Castañeda 
Moreno y la testigo Mirsa Alvarado Coronel, ratificándose ambas partes en sus 
declaraciones vertidas en Juicio Oral. 
Tercera audiencia 
La tercera audiencia de juicio oral se llevó a cabo el día 3 de mayo de 2001, llevándose a 
cabo las siguientes actuaciones: 
- Interrogatorio del testigo Benavides Octavio Arteaga Rodríguez por parte de la 
Directora de Debates; Vocal Superior y Fiscal Superior. 
Cuarta audiencia 
Con fecha 15 de mayo de 2001, se llevó a cabo la cuarta audiencia de juicio oral, en la cual 
se dio cuenta de haberse llevado a cabo por parte de la Oficina Médico Legal la pericia 
solicitada por el Ministerio Público al agraviado Páucar Rodríguez, requiriéndose a dicha 




Evaluación psiquiátrica N° 019591-2001-PSQ 
Con fecha 15 de mayo de 2001, se recibió en la mesa de partes de la Primera Sala Penal 
Corporativa para Procesos Ordinarios con Reos Libres los resultados de la evaluación 
realizada el 14 de mayo de 2001 al agraviado Miguel Ángel Páucar Rodríguez a fin de 
establecer si padece de dependencia a las drogas, en la cual se concluyó lo siguiente: 
1. Que el agraviado no presenta alteraciones psicopatológicas de psicosis. 
2. Que posee personalidad pasivo-dependiente y rasgos agresivos. 
3. Que no presenta criterios diagnósticos de farmacodependencia: no es 
farmacodependiente. 
4. Que posee inteligencia clínicamente dentro de parámetros normales 
Evaluación psiquiátrica N° 023746-1999-PSQ 
Realizada el 14 de mayo de 1999 por solicitud del Vigésimo Cuarto Juzgado Penal de Lima 
al agraviado Miguel Ángel Páucar Rodríguez, en la cual se concluyó lo siguiente: 
1. Que el agraviado presenta personalidad con rasgos pasivo-agresivos y que no es 
farmacodependiente 
2. Que el agraviado posee inteligencia dentro de los parámetros clínicos normales 
3. Que el agraviado no presenta psicosis. 
Quinta audiencia 
Con fecha 22 de mayo de 2001, se llevó a cabo la quinta audiencia de juicio oral, en la cual 
se dio cuenta de la recepción de la evaluación psiquiátrica practicada al agraviado, la misma 
que determina que no es farmacodependiente.  
Posteriormente, se procedió a la glosa y lectura de piezas procesales, entre las cuales se 
tuvo en consideración la denuncia (fs. 1-4); la solicitud de garantías personales (fs. 5-6); el 
atestado policial (fs. 12-20); el certificado médico legal (fs. 32-33); los antecedentes penales 
(fs. 242), siendo que ninguna parte solicitó la lectura de pieza procesal alguna. 
Luego de ello, la Fiscal Superior procedió a formular su requisitoria oral contra la acusada 
Magda Agapita Castañeda Moreno en los mismos términos de la acusación fiscal superior 
previa, solicitando seis años de pena privativa de libertad y el pago de mil nuevos soles por 
concepto de reparación civil a favor del agraviado. 
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Finalmente, la defensa de la acusada formuló sus alegatos respectivos, señalando que la 
acusada acudió al llamado de su hija, la misma que era conviviente del agraviado, debido a 
que este último, en forma continua, la maltrataba verbal y físicamente, haciéndose presente 
el día de los hechos con dos sujetos, los mismos que pertenecían a una comunidad para 
drogadictos, enfatizando los constantes maltratos por parte del agraviado a su conviviente y 
las múltiples denuncias en la comisaría del sector y solicitando, finalmente, la absolución de 
su representada. 
3.11 CONCLUSIONES DE LAS PARTES PROCESALES 
Conclusiones del Ministerio Público (22/05/2001) 
1. Que, está probado que el día 13 de abril de 1998, aproximadamente a las 2:00 p.m., 
en circunstancias que el agraviado se encontraba en el interior de su domicilio en la 
Av. Caminos del Inca N.º 214 – Lt. 1 – Vallecito Alto, San Gabriel, en el distrito de Villa 
María del Triunfo, de manera sorpresiva ingresaron tres sujetos desconocidos y la 
acusada Castañeda Moreno.  
2. Que, está probado que a viva fuerza y ejerciendo violencia introdujeron al agraviado 
al interior de un vehículo en el que se habían constituido en el lugar la acusada y los 
tres sujetos. 
3. Que, está probado que el agraviado fue conducido contra su voluntad a un centro de 
rehabilitación en el distrito de Comas.  
4. Que, está probado que la acusada durante el juicio oral ha admitido en parte los 
hechos refiriendo que lo hizo por encargo de su hija, pretendiendo de esa manera 
justificar su ilícito accionar. 
5. Que, están probados los maltratos físicos que sufrió el agraviado según el mérito del 
certificado médico legal de fs. 32. 
6. Que, está probado que el agraviado no tiene la condición de farmacodependiente 
conforme se aprecia de la pericia psiquiátrica que corre en autos, lo que desvirtúa la 
afirmación hecha por la acusada de que este era un drogadicto farmacodependiente. 
7. Que, está probado que la acusada Castañeda Moreno, sin derecho, motivo, ni 
facultad justificada privó al agraviado de su libertad personal, internándolo en el Centro 
de Rehabilitación UOMO. 
8. Que, está acreditado el delito materia de juzgamiento, así como la responsabilidad 






Con fecha 31 de mayo, se llevó a cabo la sexta y última audiencia del juicio oral, en la cual 
se procedió a dar lectura a la sentencia condenatoria por mayoría contra Magda Agapita 
Castañeda Moreno. Cabe señalar que la Fiscalía Superior indicó encontrarse conforme con 
la sentencia emitida, mientras que la parte acusada interpuso recurso de nulidad, el cual fue 
concedido y elevado ante la Corte Suprema de Justicia. 
3.12 SENTENCIA CONDENATORIA DE LA PRIMERA SALA PENAL CORPORATIVA PARA PROCESOS 
ORDINARIOS CON REOS LIBRES 
Mediante sentencia de fecha 31 de mayo de 2001, la Primera Sala Penal Corporativa para 
procesos con reos libres falló condenando a Magda Agapita Castañeda Moreno a dos años 
de pena de privativa de libertad, suspendida por el plazo de un año y al pago de trescientos 
nuevos soles de reparación civil, conforme a las siguientes conclusiones:  
1. Se imputa a la acusada Magda Agapita Castañeda Moreno que, con fecha 13 de abril 
de 1998, en circunstancias que el agraviado se encontraba en su domicilio en el 
distrito de Villa María del Triunfo, discutiendo con su conviviente, Medalí Mónica 
Salinas Castañeda (hija de la acusada), es que esta última procede a llamar a su 
madre, quien vive en el distrito de Independencia, la misma que, enterada de lo 
sucedido, atinó a buscar al Director del Centro de Rehabilitación para drogadictos 
“Whomo”, con la finalidad de internar al agraviado aduciendo que tenía problemas de 
farmacodependencia. Posteriormente, la acusada llegó al domicilio del agraviado en 
compañía de dos sujetos del referido Centro, quienes introdujeron de manera violenta 
y contra su voluntad al agraviado en un vehículo por orden de la acusada, a fin de 
dirigirse en dirección al Centro de Rehabilitación ubicado en Independencia, donde el 
agraviado permaneció algunas horas, luego de lo cual logró escapar e interponer la 
denuncia respectiva.  
 
2. Que, de las manifestaciones policiales y declaración instructiva de la acusada, se 
desprende que esta refiere que, el día de los hechos, su hija Medalí Mónica Salinas 
Castañeda la llamó por teléfono en varias oportunidades manifestándole que estaba 
siendo maltratada por el agraviado, hecho que era constante en su vida familiar y que, 
si bien en la primera oportunidad hizo caso omiso a su llamado, finalmente optó por ir 
en su ayuda cuando tal llamado fue insistente, dirigiéndose al Centro de Rehabilitación 
“Whomo” y solicitándole a su Director, Carlos Villacrices, el internamiento del 
agraviado por problemas de farmacodependencia y de esa forma evitar el maltrato 
que venía sufriendo constantemente su hija. En el Juicio Oral, la acusada manifestó 
20 
 
que no creía que su conducta fuese delictiva, ya que ella tiene entendido que el 
secuestro se da con una finalidad económica. 
 
3. Que, de la manifestación policial y declaración preventiva del agraviado, se desprende 
que el día de los hechos la acusada llegó a su domicilio en compañía de dos sujetos, 
siendo esta quien lo amenazaba con encerrarlo y ordenando a aquellos que lo 
golpearan, luego de lo cual el agraviado decidió huir, saliendo de su domicilio y 
tropezando en el camino, ocasionándose golpes en su brazo y muslo, según se 
demuestra de la pericia médica practicada, circunstancias luego de las cuales los 
sujetos lograron introducirlo al vehículo en el que lo condujeron hasta el Centro de 
Rehabilitación.  
 
4. Que, de la declaración testimonial del taxista, Benavides Octavio Arteaga Rodríguez, 
el mismo que refiere que el día de los hechos, la acusada Castañeda Moreno le solicitó 
sus servicios de taxi tanto de ida como de vuelta, dirigiéndose en compañía de la 
acusada y unos sujetos a Villa María del Triunfo, llegando al domicilio del agraviado, 
estacionándose a unos metros, bajando sus pasajeros, para posteriormente retornar 
en compañía del agraviado, a quien traían a la fuerza, ingresándolo violentamente al 
vehículo, colocándolo en la parte baja y dirigiéndolo al distrito de Independencia, 
desembarcando tanto el agraviado como los que lo sometieron cerca del lugar de 
donde partió, versiones que son ratificadas a nivel del Juicio Oral. 
 
5. Que, de la testimonial de Mirsa Alvarado Coronel se refiere que el día de los hechos 
la acusada llegó de manera sorpresiva en un vehículo, encontrándose acompañada 
de dos sujetos de contextura ancha, los cuales descendieron del auto, llevándose al 
agravado de manera violenta y en contra de su voluntad, ingresándolo al vehículo, 
momentos en que la acusada le gritaba e insultaba. Lo mismo es referido por la testigo 
Marisol Cuellar Gonzales, en su declaración a nivel de Juicio Oral, quien refiere que 
desde el interior de su domicilio pudo percatarse de la presencia de la acusada y de 
dos sujetos más, quienes se dirigían con dirección a la casa del agraviado, 
procediendo a llevárselo en forma violenta. 
 
6. Finalmente, se tiene que la tipificación aplicable es la prevista en el art. 152° del 
Código Penal, modificado por la Ley N.° 26630, que prescribe “el que sin derecho 
priva a otro de su libertad personal, será reprimido con pena privativa de la libertad, 
no menor de diez ni mayor de quince años (…)” No obstante, el Colegiado estima que 
de lo actuado, si bien se ha acreditado la comisión del delito de secuestro así como la 
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responsabilidad penal de la acusada, la misma se ve afectada en el aspecto de la 
culpabilidad por un error de prohibición vencible, ya que la inculpada consideró 
que su conducta no era antijurídica al creer que para la configuración del tipo 
penal de secuestro era necesaria la concurrencia de un móvil lucrativo propio 
sí del delito de extorsión. Es decir, no se le puede exigir el conocimiento de la 
inexistencia de dicho móvil, y por ende, advertir la antijuridicidad de su 
comportamiento debido a su entorno cultural y su grado de instrucción, situación 
que en el delito investigado hace atenuable dicho ilícito, que para la graduación de la 
pena deberá tenerse en cuenta su carencia de antecedentes penales, y de 
conformidad con los arts. 6°, 12°, 14°, 23°, 28°, 45°, 46°, 61°, 92°, 93°, 95° y 152° del 
Código Penal, así como los arts. 285° y 286° del Código de Procedimientos Penales 
(énfasis propio). 
VOTO DISCORDANTE DE LA VOCAL LUISA NAPA LÉVANO 
1. A criterio de la Vocal, de las pruebas actuadas a lo largo de la instrucción y las que se 
han llevado a efecto en el transcurso de los debates orales, se advierte que los hechos 
incriminados específicamente devienen de la inestabilidad de las relaciones 
convivenciales sostenidas entre el agraviado con la hija de la acusada, quien dada su 
propia condición de madre había llegado a una indebida intromisión, acción que ha 
venido siendo rechazada por el agraviado al considerarlo un factor determinante en el 
deterioro de sus relaciones.  
 
2. Asimismo, que la acusada, durante todo el proceso, ha negado enfáticamente haber 
secuestrado al agraviado el día de los hechos, refiriendo reiteradamente que única 
intervención fue recurrir al llamado de su hija, quien le manifestó que el agraviado la 
había maltratado y que se encontraba bajo los efectos del consumo de drogas y que 
lo trasladó al Centro de Rehabilitación en cuestión, donde ya había conversado para 
su tratamiento, versión que se encuentra corroborada con lo sostenido por Mónica 
Salinas a fs. 132. 
 
3. Que, para la consumación del delito de secuestro se requiere necesariamente de dolo, 
conducta que es continua mientras dure la presión manteniendo el agente a la víctima 
bajo su órbita y control impidiendo por ilícita causa su libre voluntad, convirtiéndose 
en permanente. 
 
4. Que, en el caso concreto, si bien la procesada acepta haber trasladado al acusado 
desde su domicilio hasta el distrito de Independencia donde se encontraba el centro 
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de rehabilitación, no existe ninguna prueba de la existencia de este Centro, menos 
aún del internamiento o ingreso que hubiera sufrido y que, más bien, es evidente que 
el agraviado ha tratado de magnificar los hechos dada la enemistad surgida con la 
acusada, lo que se trasluce claramente de su denuncia ante la Prefectura de fs. 5, de 
sus declaraciones policiales  a fs. 21 y 46, aceptando haber sostenido discusiones 
anteriores, versión que vendría a corroborar lo sostenido por la testigo y el certificado 
médico legal de fs. 33 y su conducta violenta y agresiva que aparece como conclusión 
en el certificado de evaluación psiquiátrica recibida en audiencia.  
 
5. Que, siendo así y analizando la violencia ejercida contra la víctima, se estaría frente 
al delito de coacción (art. 151° del CP) y no al de secuestro, al estar ausentes los 
elementos objetivos y subjetivos para su configuración; que para calificar y diferenciar 
la coacción del secuestro debe tenerse en consideración que en la coacción se pone 
en peligro la libertad de obrar o de actuar, es decir, se obliga a la víctima a realizar 
actos contrarios a su voluntad; en cambio, en el secuestro la violencia física es 
suficientemente marcada y deliberada que genera la anulación de la voluntad, 
viéndose la víctima obligada a realizar una conducta no querida y que la finalidad que 
persigue el autor es impedir que el secuestrado use su libertad.  
 
6. Finalmente, en razón de que mediante el Auto de Apertura de instrucción de fs. 49 se 
abrió instrucción por el delito genérico contra la Libertad Personal, en aplicación del 
Principio de Determinación Alternativa de la Pena al que también hace alusión el art. 
46 del CP, se debe reconducir la tipificación del tipo penal en el delito de Coacción y 
que, dado el tiempo transcurrido desde la comisión de los hechos [13 de abril de 1998], 
a la fecha [31 de mayo de 2001] ha cesado la acción punitiva del Estado, por lo que, 
en aplicación de los arts. 80° y 83° del CP, debe declararse prescrita la acción penal 
incoada por el delito de coacción contra Magda Agapita Castañeda Moreno. 
 
3.13 EJECUTORIA SUPREMA (EXP. 2473-2001) DE LA SALA PENAL TRANSITORIA DE LA CORTE 
SUPREMA DE JUSTICIA 
Mediante Ejecutoria Suprema de fecha 13 de agosto de 2001, la Sala Penal Transitoria de la 
Corte Suprema de Justicia resolvió HABER NULIDAD en la sentencia recurrida, a través de 
la cual se condenó a Magda Agapita Castañeda Moreno como autora del delito contra la 
Libertad Personal – Secuestro a dos años de pena privativa de libertad suspendida y 
REFORMÁNDOLA, absolvieron a la misma de la acusación fiscal formulada en su contra, 
en razón del siguiente razonamiento: 
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1. Que, la procesada, a lo largo de la instrucción, ha mantenido en forma uniforme y 
coherente su versión en el sentido que acudió al domicilio del agraviado ante el 
llamado de su hija y que la conducción de este [el agraviado] hasta el Centro de 
Rehabilitación fue de buena fe para que se sometiera a un tratamiento especializado 
y que no tuvo intención de secuestrar a Miguel Ángel Páucar Rodríguez, sino, por el 
contrario, ha actuado en defensa de su hija, la misma que era maltratada 
continuamente por su conviviente, tal como se acredita de fs. 168 a 170. 
 
2. Por lo señalado, en el presente caso nos encontramos frente a una causa eximente 
de responsabilidad prevista en el inciso cuarto del art. 20° del CP2, toda vez que se 
encontraba en peligro su integridad corporal, bien jurídico que resulta predominante 
sobre el interés dañado, no concurriendo además el elemento subjetivo del tipo, 
presentándose en tal contexto un estado de necesidad justificante.  
 
IV. PROBLEMAS JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE 
Considero que los problemas jurídicos identificados en la tramitación del presente expediente 
y que revisten mayor interés se pueden abordar a través de los siguientes puntos:  
1. Análisis de imputación objetiva respecto de la participación del taxista Benavides 
Octavio Arteaga Rodríguez en cuyo vehículo fue trasladado el agraviado 
2. Sobre la calidad de la autoría en el presente caso: ¿autoría o instigación? 
3. La formalización de la denuncia: ¿existió concurso de delitos? 
4. Sobre el análisis de antijuridicidad y culpabilidad en el presente caso: ¿estamos 
ante un razonamiento adecuado por parte del Ministerio Público y el órgano 
juzgador? 
5. Abordaje de la causa de justificación presente en el caso desde un derecho penal 
con perspectiva de género: ¿es posible hablar de una adecuación de los requisitos 
configurativos del estado de necesidad justificante? 




                                                          
2 Art. 20.- Está exento de responsabilidad penal:   
(…) 4. El que, ante un peligro actual e insuperable de otro modo, que amenace la vida, la integridad corporal, la libertad u otro 
bien jurídico, realiza un hecho destinado a conjurar dicho peligro de sí o de otro, siempre que concurran los siguientes requisitos: 
a) Cuando de la apreciación de los bienes jurídicos en conflicto afectados y de la intensidad del peligro que amenaza, el bien 
protegido resulta predominante sobre el interés dañado; y b) Cuando se emplee un medio adecuado para vencer el peligro; 
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V. ANÁLISIS DE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE Y POSICIÓN DEL 
BACHILLER: 
 
5.1 SOBRE EL ANÁLISIS DE IMPUTACIÓN OBJETIVA RESPECTO DE LA PARTICIPACIÓN DEL 
TAXISTA BENAVIDES OCTAVIO ARTEAGA RODRÍGUEZ EN CUYO VEHÍCULO FUE 
TRASLADADO EL AGRAVIADO.- 
Del desarrollo del proceso y de la revisión de los actuados, es posible apreciar que en ningún 
momento el Ministerio Público dispuso incluir en la investigación a Benavides Octavio Arteaga 
Rodríguez, conductor del taxi en el que la procesada y los sujetos que la acompañaban 
llegaron hasta el domicilio del agraviado, de donde luego lo retiraron por la fuerza y lo 
condujeron hasta el centro de rehabilitación. En ese sentido, resulta de especial interés para 
el presente informe dilucidar si nos hallamos ante una omisión por parte del órgano titular de 
la acción penal y de la judicatura, en razón de la notoria ausencia de motivación jurídica sobre 
la posible participación de Arteaga Rodríguez en el curso de los hechos delictivos. 
En esa línea, resulta pertinente traer a colación dos decisiones jurisprudenciales emitidas por 
la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia3, la primera de fecha 07 de marzo 
de 2001 (Exp. N.º 4166-99-LIMA), referida a un supuesto de coautoría en el delito de robo 
agravado que le fue imputado a un taxista por haber prestado sus servicios a unos 
desconocidos que se aprovecharon de dicho servicio de transporte, incluyéndolo en sus 
planes delictivos, a fin de servirse del mismo para la comisión del hecho ilícito4.   
Según se desprende de dicha sentencia, “(…) el punto inicial de análisis de las conductas, a 
fin de establecer si devienen en penalmente relevantes es la determinación del rol 
desempeñado por el agente en el contexto de la acción; así el concepto de rol está referido a 
un ‘sistema de posiciones definidas de modo normativo, ocupado por individuos 
intercambiables’ (cfr. JAKOBS, Günther, La imputación objetiva en Derecho penal, Trad. 
Manuel Cancio Meliá, Grijley, Lima, 1998, p. 21), de modo que el quebrantamiento de los 
límites que nos impone dicho rol, es aquello que objetivamente se imputa a su portador”.  
En segundo término, también es de tenerse en cuenta la resolución de fecha 25 de noviembre 
de 2004 (R.N. N.° 552-2004-PUNO), que versa sobre un caso de participación delictiva en el 
delito de tráfico ilícito de drogas y respecto de la cual ha de destacarse la siguiente 
fundamentación jurídica5: 
                                                          
3 Jurisprudencia disponible en: https://www.pj.gob.pe/wps/wcm/connect/cij-
juris/s_cij_jurisprudencia_nuevo/as_jurisprudencia_sistematizada/as_jurisprudencia_uniforme/as_materia_penal/as_laprohibici
onderegresocomolimitealaparticipacioncriminal [Fecha de consulta: 23 de febrero de 2021] 
4 Tomado de CARO JOHN, José Antonio. La imputación objetiva en la participación delictiva. Lima: Grijley, 2003 
5 Tomado de VILLAVICENCIO TERREROS, Felipe. Derecho Penal. Parte General, Lima: Ed. Grijley, 2017, pp. 328-330 
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“Que es pertinente aplicar al caso de autos los principios normativos de imputación objetiva 
que se refieren al riesgo permitido y al principio de confianza, ya que el acusado dentro de su 
rol de chofer realizó un comportamiento que genera un riesgo permitido dentro de los 
estándares objetivos predeterminados por la sociedad, y por tanto, no le es imputable el 
resultado (prohibición de regreso) al aceptar transportar la carga de sus coprocesados y al 
hacerlo en la confianza de la buena fe en los negocios y que los demás realizan una conducta 
lícita; no habiéndose acreditado con prueba un concierto de voluntades con los comitentes y 
estando limitado su deber de control sobre los demás en tanto no era el transportista, dueño 
del camión sino solo el chofer asalariado del mismo, estando además los paquetes de hojas 
de coca camuflados dentro de bultos cerrados; aclarando que el conocimiento exigido no es 
el del experto sino por el contrario de un conocimiento estandarizado socialmente y dentro de 
un contexto que no implique un riesgo no permitido o altamente criminógeno.” 
Ahora bien, según se desprende de su declaración testimonial (fs. 78-79), Arteaga Rodríguez 
indica haber presenciado cómo tres sujetos en compañía de la procesada hicieron subir a la 
fuerza al agraviado al interior de su vehículo, haciéndolo entrar y colocándolo en el piso del 
auto. Seguidamente, el testigo alude no haber escuchado propiamente sobre un secuestro, 
pero sí sobre un conflicto conyugal. Posteriormente, a nivel de juicio oral, (fs. 255-256 Arteaga 
Rodríguez señala no recordar a detalle la mayor parte de los hechos ocurridos, pero reitera 
haberse percatado de forcejeos y amenazas por parte de los pasajeros hacia el agraviado 
durante el trayecto del viaje. 
Teniendo en cuenta las consideraciones jurisprudenciales mencionadas anteriormente y el 
contexto como se produjeron los hechos, ¿es posible sostener que el taxista actuó en todo 
momento de acuerdo a su rol? 
Desde mi punto de vista, considero que afirmar ello resulta discutible, pues a diferencia de 
los casos plasmados en las jurisprudencias citadas, en este caso Arteaga Rodríguez sí tuvo 
la plena posibilidad de percatarse de la ilicitud del comportamiento al que estaba 
coadyuvando, tal como se desprende del tenor de sus propias declaraciones, desde donde 
es posible verificar que apreció que trasladaban al agraviado Páucar Rodríguez contra su 
voluntad, subiéndolo al vehículo de manera violenta y colocándolo en el piso valiéndose de 
forcejeos y amenazas. De esta manera, afirmar que Arteaga Rodríguez se limitó a actuar 
conforme a un rol neutral implicaría colocar una barrera de impunidad delante de la norma 
penal que no resulta justificable.  
A mayor abundamiento, al referirnos a la prohibición de regreso, esta debe entenderse como 
la teoría cuya función es establecer los límites generales de la imputación jurídico penal, bajo 
la necesidad de fijar qué comportamientos se mantuvieron en el marco del rol del sujeto y qué 
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comportamientos, en el esquema de ideas del profesor Jakobs, infringieron la norma6. Es 
decir, la prohibición de regreso opera como un criterio delimitador de la imputación de la 
conducta que de modo estereotipado debiera ser inocua, cotidiana, neutral o banal y que no 
constituye participación en el delito cometido por un tercero7. 
Es de resaltar que dicha neutralidad requiere que la conducta, como estereotipo, sea inocua, 
y ello es muy discutible de afirmar respecto de Arteaga Rodríguez. Si ese fuera el caso, 
entonces se tendría que admitir que todo taxista, en toda situación estereotípica en la que 
viese que sus pasajeros suban a la fuerza a otras personas al vehículo, podría continuar su 
marcha como si nada estuviera pasando, sin preocuparse de las actividades que pudiese 
estar ayudando a realizar a terceros. 
Para el presente caso, considero conveniente analizar la situación de Benavides Arteaga a 
partir de las observaciones efectuadas por el profesor Caro John 8  sobre la materia, 
preguntándonos si ¿está obligado un taxista a conocer, a preocuparse por los planes, 
nombres, direcciones y otros aspectos de la vida privada de sus pasajeros? Si a partir de la 
propia costumbre y usos cotidianos no consideramos lógicos ni exigibles dichos niveles de 
indagación para un taxista, ¿este actor está obligado a evitar aquellos cursos lesivos que 
rodeen a la situación en concreto? Siguiendo esta línea de ideas, considero que el 
comportamiento estereotípico e inocuo del taxista se manifestó sólo en el primer tramo del 
trayecto (desde que recogió a la procesada y a sus acompañantes, hasta arribar al domicilio 
del agraviado). Aquellas acciones desplegadas con posterioridad por los pasajeros, las cuales 
le fue posible percatarse, sí podrían alcanzarlo a nivel de un ulterior análisis de 
responsabilidad penal, en el sentido de imputársele una organización o participación delictiva 
conjunta. Así pues, el hecho de que Arteaga Rodríguez no estuviese al tanto de que se estaba 
produciendo un secuestro, sino que creyese que se trataba de un “conflicto conyugal” por el 
cual “iban a traer a una persona” no resulta justificante de su conducta, toda vez que, desde 
antes que iniciase la segunda parte de su trayecto, le fue posible percatarse de que el 
accionar de sus pasajeros tenían visos de ilegalidad. 
En definitiva, considero que, en el presente caso, no existió una actuación estereotípica por 
parte del taxista, debiendo haber primado un “deber mínimo de solidaridad” en el ejercicio de 
su actuación, siendo posible exigírsele no continuar con el trayecto para así no coadyuvar a 
la consumación del delito en cuestión. Según precisa el profesor Caro John, “que el Derecho 
Penal espere del portador de un rol cotidiano que se comporte en todo tiempo conforme a su 
                                                          
6 CARO JOHN, José Antonio. Óp. Cit., p. 71; pp. 79-81. 
7 VILLAVICENCIO TERREROS, Felipe. La imputación objetiva en la jurisprudencia peruana. En: Revista Derecho PUCP, Nro. 
60, 2007, pp. 253-279 
8 CARO JOHN, José Antonio Óp. cit., pp. 85-87 
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rol no significa en absoluto que el actuante al desempeñar dicho rol no esté obligado a realizar 
una prestación determinada en situaciones especiales, en razón de un deber mínimo de 
solidaridad que le impone el deber de impedir o neutralizar una situación lesiva, pero no en 
razón de su rol cotidiano, estereotipado, sino en el rol general de persona9”.   
En atención a ello, considero que Arteaga Rodríguez debió ser incluido en las investigaciones, 
a fin de determinar si es que se hallaba en contubernio con sus pasajeros para secuestrar a 
Páucar Rodríguez o si es que hubo un aprovechamiento de la situación por parte de la 
procesada y sus acompañantes. No resulta del todo claro si es que el Ministerio Público omitió 
la inclusión de Arteaga Rodríguez a partir de un razonamiento que estimó no necesario 
fundamentar jurídicamente o si es que se trató, más bien, de un defecto en la tramitación de 
la investigación y en su subsecuente ausencia de motivación jurídica. 
5.2 SOBRE LA CALIDAD DE LA INTERVENCIÓN CRIMINAL EN EL PRESENTE CASO:  
¿AUTORÍA O INSTIGACIÓN? 
Entre las múltiples deficiencias advertidas en la tramitación del expediente bajo análisis, llama 
la atención la forma en cómo se abordó la participación de la imputada Magda Agapita 
Castañeda Moreno en los hechos instruidos y, sobre todo, cómo se hubiera analizado el título 
de imputación bajo el cual habrían intervenido el director del centro de rehabilitación, Carlos 
Villacrices Cavero, y los internos que participaron en el secuestro de Páucar Rodríguez de 
haber sido incorporados debidamente en la investigación. 
Según se desprende del Auto de Apertura de Instrucción, inicialmente se atribuyó a la 
imputada el haber llegado de manera sorpresiva al domicilio del agraviado, Miguel Ángel 
Páucar Rodríguez, “haciendo su ingreso en compañía de tres sujetos desconocidos, quienes 
lo cogieron a la fuerza y lo sacaron a empellones introduciéndolo al vehículo (…) habiéndole 
dejado en un Centro de Rehabilitación para Drogadictos ubicado en el Distrito de Comas (…)” 
Posteriormente, en su declaración instructiva, la imputada señaló haber acudido “(…) a los 
llamados de auxilio por parte de su hija, fue a donde el señor Carlos, director del mencionado 
centro quien le proporciona dos internos del referido centro quienes la acompañan a su 
persona y se dirigen a la casa de su hija siendo que cuando llegan ella le grita a su yerno 
siendo que este quien le tiene miedo sale de la casa y se tira a la escalera de su mamá y 
empieza a correr hacia el cerro, tropieza con la casaca que llevaba en la mano y se cae 
resbalándose, y siendo cogido por los dos jóvenes del centro de rehabilitación y lo conducen 
al taxi que los había llevado y se lo trajeron al Centro (sic) (…)” 
                                                          
9 Ídem, pp. 89-90 
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Finalmente, de la descripción fáctica de la acusación fiscal superior se puede apreciar que 
los términos expresados en el auto de apertura de instrucción han sido recogidos en el mismo 
sentido, señalándose que “de manera sorpresiva hizo su ingreso la procesada en compañía 
de tres sujetos desconocidos, los mismos que lo hicieron salir a la fuerza, introduciéndolo a 
un vehículo, siendo conducido a un Centro de Rehabilitación para drogadictos ubicado en el 
distrito de Comas, lugar donde quedó internado, así como también fue víctima de maltratos 
físicos hasta el día siguiente en que logró escapar del mismo.” 
Seguidamente, se señala que “luego de realizadas las diligencias pertinentes para el 
esclarecimiento del ilícito instruido se tiene que la procesada en compañía de tres sujetos 
condujeron contra su voluntad al agraviado al Centro de Rehabilitación, lo que se desprende 
de su propia declaración instructiva y declaración testimonial de Marisol Cuellar Gonzales, 
Benavides Octavio Arteaga Rodríguez, Mirsa Gisella Alvarado Coronel obrante a fs. 75/76, 
78/79 y 92/93 respectivamente, corroborándose de este modo la sindicación del agraviado 
en su declaración preventiva de fs. 72/74 (…)” para concluir acusando a Magda Agapita 
Castañeda Moreno “por delito contra la Libertad – Secuestro, en agravio de Miguel Ángel 
Páucar Rodríguez; por lo que solicita se le imponga seis años de pena privativa de libertad y 
se le condene al pago de mil nuevos soles por concepto de reparación civil” 
De lo señalado, ¿a título de qué se imputa el delito de secuestro a Magda Agapita Castañeda 
Moreno? Ante la ausencia de mayor desarrollo en la fundamentación de la acusación fiscal 
superior y ante, únicamente, la invocación del art. 23° del Código Penal, debemos entender 
que esto se hizo a título de autoría directa, sin haber fundamentado si esta categoría era 
idónea para el caso en concreto dadas las circunstancias en las que se produjo el hecho 
delictivo o  si esto se hizo más bien ante la imposibilidad de haber identificado a los demás 
sujetos intervinientes, tales como el director del centro de rehabilitación, Carlos Villacrices 
Cavero, o los internos quienes habrían prestado su colaboración directa para reducir al 
agraviado y trasladarlo contra su voluntad al referido centro. 
Entonces, ¿fue correcta la imputación formulada contra Magda Agapita Castañeda Moreno? 
y, sobre todo, ¿habrían variado las categorías de autoría y participación consideradas en la 
tramitación del proceso de haberse identificado plenamente a los demás sujetos 
intervinientes? Para otorgar claridad a esta interrogante es necesario analizar cada conducta 
en concreto a la luz de los criterios previstos por la doctrina sobre autoría y participación. 
Según se encuentra prevista en el art. 23 del CP, la autoría en sentido estricto puede ser de 
distintos tipos: autoría inmediata o directa, autoría mediata y coautoría.  
La autoría directa se da cuando el sujeto realiza la acción típica, determinando el hecho de 
modo completo por sí solo y sin valerse de otro(s) que actúe(n) como instrumento(s) (es decir, 
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sin compartir con otros el dominio o determinación del hecho), lo cual no excluye la posibilidad 
de que junto a esa persona puedan actuar otras como partícipes en el hecho, u otros sujetos 
que realicen por sí mismos toda la acción típica (otros autores directos individuales) 10. 
Por su parte, la autoría mediata consiste en la realización del hecho típico a través de otra 
persona que actúa como instrumento, aprovechando o utilizando la actuación de este tercero 
para alcanzar su fin delictuoso. Existen distintos tipos de autoría mediata, tales como la 
autoría mediata en virtud de error, en virtud de coacción y en virtud de aparatos organizados 
de poder, siendo pertinente a efectos de los hechos analizados en el presente expediente, la 
primera de estas categorías. Al respecto, el profesor Hurtado Pozo señala que este supuesto 
se configura si el agente induce en error al intermediario material sobre el aspecto objetivo 
del tipo legal, actuando este último entonces sin dolo, logrando así el autor mediato que se 
ejecute el acto previsto en el tipo legal en cuestión11. El profesor Díaz y García Conlledo 
sostiene, a su vez, que el fundamento de este tipo de autoría mediata estriba en que el sujeto 
de atrás domina la situación por tener el único o mejor conocimiento de la misma o de su 
contrariedad a Derecho, conocimiento que se encuentra ausente o incompleto en el 
instrumento, lo cual conlleva a la desaparición o disminución de factores de inhibición de su 
conducta12. 
Apreciando los hechos que acaecieron en el presente caso, considero que la posibilidad de 
una autoría mediata no debería ser descartada de plano, toda vez que resulta posible 
sostener que la imputada se sirvió de sujetos a modo de instrumento, calidad que podría 
haber recaído, en primer término, sobre el director del centro de rehabilitación, Villacrices 
Cavero y, accesoriamente, en los internos del centro de rehabilitación. Esto, pues, podría 
haberse realizado a través de una inducción a error en las conversaciones previas sostenidas 
con Villacrices Cavero, a quien podría haberse hecho creer que el internamiento involuntario 
al cual se buscaba someter al agraviado se trataba de un acto legítimo a partir de su supuesta 
adicción a las drogas, aunado al hecho de los maltratos sobre la conviviente e hija de la 
solicitante de esta intervención.  
El aspecto que finalmente debe servir para determinar con mayor claridad la calidad de 
participación que tuvo la imputada debe ser, en mi opinión, el dominio del hecho que tuvo la 
misma en los hechos suscitados, entendido como dominio de la situación y de la realización 
de los hechos típicos.  
                                                          
10 DÍAZ Y GARCÍA CONLLEDO, Miguel. “Autoría y participación” en Revista de Estudios de la Justicia N.° 10, Facultad de 
Derecho de la Universidad de Chile, 2008, p. 21 
11 HURTADO POZO, José y Víctor PRADO SALDARRIAGA. Víctor. Manual de derecho penal. Parte General. Tomo II. Cuarta 
edición. Lima: IDEMSA, 2011, pp. 144-148 
12 DÍAZ Y GARCÍA CONLLEDO, Miguel. Óp. Cit., pp. 22-23  
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En el caso de una posible autoría mediata, donde lo importante es la relación existente entre 
el ejecutor material y el hombre de atrás, debe ser el autor mediato quien tiene este dominio 
del hecho y superior dominio de la situación, de manera que el intermediario debe encontrase 
en una situación de subordinación con respecto a él y por lo que todos los presupuestos de 
la punibilidad deben concurrir en la persona del hombre de atrás y referirse solo a este13. En 
el caso concreto, considero que esta estructuración de responsabilidades hubiera sido la vía 
más compleja de resolver, atendiendo a un nivel mediato en la participación de Castañeda 
Moreno, inmediato, posiblemente no doloso, en la participación de Villacrices Cavero e 
inmediato no doloso en la intervención de los internos que trasladaron por la fuerza a Páucar 
Rodríguez. 
En segundo lugar, corresponde analizar la situación del director del centro de rehabilitación, 
Carlos Villacrices Cavero. Según se aprecia del escrito presentado por el agraviado a fs. 135, 
es de tener en cuenta que, desde la etapa de instrucción, la judicatura ya había sido puesta 
en conocimiento del domicilio de Villacrices Cavero, en atención a que, con anterioridad, dicha 
persona no había podido ser notificada correctamente a fin de ser incorporada en el proceso 
y que, según Oficio N.° 2915-99-A-CSJL-R (fs. 121.) se había informado a la judicatura de la 
inexistencia de datos registrados en RENIEC de la persona de nombre “Carlos Villacrices 
Cavero”. Sin embargo, llama la atención que, aun siendo conscientes de que no era posible 
localizar a Villacrices Cavero a través de estas vías ordinarias, no se hayan dispuesto otras 
medidas, tales como su conducción por la fuerza pública, según se prevé en el art. 139 del 
Código de Procedimientos Penales14; que se haya ordenado a la imputada Agapito Moreno a 
fin de que coadyuve con su identificación y ubicación; o que se haya dispuesto la inspección 
del centro de rehabilitación a fin de obtener mayores certezas sobre el paradero de esta 
persona.. 
Dicho ello, considero pertinente analizar, en primer orden, la posibilidad de un supuesto de 
coautoría en el presente caso, haciendo la precisión de que dicho ejercicio se hace en el 
supuesto de que se hubiera incorporado debidamente al responsable del centro de 
rehabilitación, Carlos Villacrices Cavero, en la tramitación de la instrucción y juzgamiento del 
presente caso. 
                                                          
13 VILLAVICENCIO TERREROS, Felipe. Derecho Penal. Parte General, Lima: Ed. Grijley, 2017., p. 472 
14 Ante la no coincidencia en la búsqueda en la base de datos del RENIEC con el nombre en cuestión, considero que se debió 
optar por posibles errores fonéticos y/o tipográficos (Ej.: Villacrices/Villacrises/Villacreces; o Cavero/Cabero), a fin de facilitar la 
identificación. Cabe precisar que, de persistir dicha situación, y de considerarse a Villacrices Cavero como imputado desde un 
inicio, debería haberse actuado según lo previsto en el art. 318 del Código de Procedimientos Penales, dictándose las 
requisitorias necesarias para la aprehensión de dicha persona. 
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Lo esencial en un supuesto de coautoría no es otra cosa que la decisión común, aspecto que 
opera como fundamento y límite de la unidad de la coautoría y determina la conexión entre 
las partes del hecho llevadas a cabo por distintas personas15.  
Adicionalmente, es de tener en cuenta que, según ha precisado la Sala Penal Permanente 
de la Corte Suprema de Justicia a través del R.N. N.° 170-2010-AMAZONAS, la coautoría se 
materializa en la respuesta a roles específicos expresados en la realización de un plan común, 
correspondiendo a todos los actores intervinientes un dominio funcional de los hechos, 
mediando para ello: i) una decisión común orientada al logro exitoso del resultado, ii) un 
aporte esencial realizado por cada agente, así como iii) tomar parte en la fase de ejecución 
desplegando un dominio parcial del acontecer16.  
Así pues, a fin de llevar a cabo el análisis de coautoría, en primer lugar, habría que prestar 
especial atención a las comunicaciones sostenidas entre la imputada y Villacrices Cavero, a 
quien se le manifestó sus intenciones de internar a Páucar Rodríguez. De esta manera 
considero que, una vez transmitido el mensaje de la imputada hacia Villacrices y, una vez que 
este se muestra de acuerdo con dicha decisión, es posible hablar del surgimiento de una 
“decisión común”, orientada al traslado e internamiento contra su voluntad del agraviado 
Páucar Rodríguez en el centro de rehabilitación. Seguidamente, se debe tener en cuenta que, 
en razón de las características personales de la imputada, le resultó necesario que el 
responsable del centro de rehabilitación la apoyase a través del acto de disponer la 
intervención de los internos del referido centro para el traslado forzoso del agraviado. De esta 
manera, es posible sostener que el trabajo se habría dividido de forma que Castañeda Moreno 
se encontrase a cargo de trasladar a los secuestradores y darles indicaciones sobre el 
domicilio, forma de reducir al agraviado, etc., mientras que Villacrices Cavero habría 
materializado su aporte al autorizar la reclusión del agraviado en sus instalaciones y haberse 
puesto en contacto con algunos internos del centro a su cargo para que ayudasen a la 
imputada a consumar el delito de secuestro, constituyéndose ambos aportes como esenciales 
para la ejecución y consumación del delito. La naturaleza de estos aportes, pues, llevaría a 
poder establecer un co-dominio del hecho entre ambos agentes.  
En la misma línea de análisis, también se debe tener presente que, según se ha recogido en 
la Casación 1039-2016-Arequipa emitida por la Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema, 
la doctrina penal distingue distintas modalidades de coautoría, entre las cuales se encuentran: 
“a) la coautoría sucesiva, que consiste en que una persona participa en un hecho, cuya acción 
                                                          
15 VILLAVICENCIO TERREROS, Felipe. Óp. Cit., p. 483 
16 AA.VV. Jurisprudencia Penal de la Corte Suprema 2007-2011. Lima: GIZ, 2013, p. 44 Disponible en: 
https://www.pj.gob.pe/wps/wcm/connect/3d45b6804122236381d8f154c6ece4d7/RPP+F3+-+2013-02+-
+Jurisprudencia+NCPP+25-2.pdf?MOD=AJPERES [Fecha de consulta: 25 de febrero de 2021] 
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se inició en régimen de autoría única por otro sujeto, a fin de acopando su actuación con la 
de este, lograr la consumación, en este tipo de coautoría no se requiere un acuerdo expreso; 
b) la coautoría alternativa, la misma se define como el acuerdo de voluntades que determina 
que el hecho no lo realice por sí solo un sujeto determinado sino cualquiera del colectivo 
alternativamente, dependiendo de las circunstancias más propicias para la ejecución; c) la 
coautoría aditiva o agregada, esta aparece cuando varias personas siguiendo la decisión 
común realizan al mismo tiempo la acción ejecutiva, pero solo alguna o algunas de las 
acciones de dichas personas producirán el resultado típico.” 
En el presente caso, considero que la actuación de Villacrices Cavero y de la imputada se 
enmarcarían bajo la figura de una coautoría aditiva, toda vez que el acuerdo de voluntades 
para llevar a cabo el secuestro se concretó una vez que ambas personas concertaron al 
respecto (decisión común) y se determinó la forma en la que este acto se llevaría a cabo a 
través del traslado de los internos del centro de rehabilitación hacia el domicilio del agraviado. 
Para este fin, ambos coautores realizaron al mismo tiempo la acción ejecutiva (la imputada 
dirigía a los internos mientras Villacrices actuaba a través de los internos, quienes ejercían 
fuerza bruta sobre el agraviado), pero, con la atingencia de que solo la acción del traslado 
forzoso por parte de los internos habría producido el resultado típico en vulneración del bien 
jurídico libertad. 
Respecto de Villacrices Cavero surgen, asimismo, cuestiones adicionales sobre la calidad de 
su intervención que corresponden analizar. Así pues, considero que una opción alternativa 
de imputación podría ser la de haberlo incorporado como cómplice primario a la actuación de 
Castañeda Moreno. Según se prevé en el art. 25 del CP, se entiende por complicidad primaria 
toda participación en la que el agente, dolosamente, preste auxilio para la realización del 
hecho punible, sin la cual no se hubiera perpetrado, correspondiéndole la pena prevista para 
el autor.  
En ese sentido, de mantenerse la calificación de Castañeda Moreno como autora directa, 
Villacrices podría haber sido incorporado en el proceso como partícipe necesario del delito, 
todo ello bajo la línea de un concepto restrictivo de la autoría, criterio recogido por la Corte 
Suprema y el Tribunal Constitucional según ha sido señalado en la Casación N.° 367-2011 
de la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema y en la sentencia del Tribunal 
Constitucional recaída en el Exp. N.° 1805-2005-HC/TC  de fecha 29 de abril de 2005 (Caso 
Máximo Cáceda Pedemonte)17. 
                                                          
17 Casación N.° 367-2011 de la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia, p. 6 Disponible en: 
https://www.pj.gob.pe/wps/wcm/connect/f0d066004e7fceb69030f72670ef9145/367-




Según se desprende de la mencionada teoría, interpretada en conjunto con la teoría del 
dominio del hecho, será tratado como autor quien ostente dominio sobre el resultado del 
hecho y será partícipe quien contribuya con el actuar de dicho agente, sin tener dominio del 
hecho. Bajo esta línea interpretativa, es posible sostener que, en el presente caso, Castañeda 
Moreno habría ostentado el dominio del suceso delictivo en todo momento, puesto que estaba 
en la posición de ordenar que se continuase o no con el traslado e internamiento de Páucar 
Rodríguez, siendo el aporte de Villacrices accesorio y subordinado a la voluntad de la autora. 
Así pues, si se considerase la conducta de Villacrices como un mero aporte, se tendría que 
la misma tendría el carácter de esencial para que la autora pudiese cometer el delito, ya que 
el secuestro no hubiese podido consumarse si no fuese por la disposición de los internos para 
la ejecución del traslado forzoso y del ambiente del centro de rehabilitación, a fin de concretar 
el internamiento de Páucar Rodríguez. 
Para finalizar este punto del análisis, un aspecto que habría sido necesario esclarecer a nivel 
de juicio a fin de determinar si la intervención de Villacrices hubiese resultado sancionable, 
estriba en si es que el director del centro de rehabilitación actuó con dolo, siendo consciente 
de la ilegalidad del acto de internar contra su voluntad a una persona en pleno uso de sus 
facultades o de si, por el contrario, a través de las comunicaciones sostenidas con la 
procesada, hubiera sido posible sostener que Villacrices fue inducido a error respecto de un 
posible estado de enajenación mental del agraviado Páucar Rodríguez o de un 
consentimiento otorgado por el mismo para su propia rehabilitación en razón de un supuesto 
padecimiento de narco dependencia, debiendo corresponder, en consecuencia, un análisis 
sobre la posibilidad de vencer dicho error desde su posición como director encargado de un 
centro de rehabilitación. 
Cabe señalar que, desde mi punto de vista, los internos intervinientes en el secuestro habrían 
actuado a título de partícipes necesarios de haberse optado por esta fórmula de imputación 
en razón de que, de la forma en cómo se sucedieron los hechos, el uso de la fuerza 
desplegada por ellos al momento de retirar a Páucar Rodríguez de su domicilio, introducirlo 
en el taxi y trasladarlo hasta el centro de rehabilitación, resultó esencial para la consumación 
del delito. Sin perjuicio de ello, el aspecto a debatir que hubiera surgido respecto de la 
participación de dichos agentes gira en torno a si su aporte fue eminentemente doloso o si se 
hubiera configurado alrededor de ellos un supuesto de instrumentalización no dolosa a través 
de un error de tipo invencible.  
Según se desprende de los actuados del caso, los internos que intervinieron en el secuestro 
fueron “proporcionados” por el director del centro de rehabilitación. En ese sentido, sería 
plausible colegir que dichos internos podrían haber actuado bajo la creencia de que el traslado 
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forzoso del que fueron encargados habría sido legítimo. En este nivel de análisis, considero 
que el baremo a tener en cuenta respecto de la vencibilidad de un posible error de tipo debió 
ser más bajo que aquel aplicable para Villacrices Cavero, toda vez que estas personas se 
hallaban en una doble situación de vulnerabilidad al ser internos de un centro de rehabilitación 
y a, en segundo lugar, ser muy probablemente subordinados, en la práctica, a las órdenes 
que Villacrices Cavero haya podido disponer sobre ellos en el funcionamiento cotidiano del 
centro de rehabilitación. 
Finalmente, analizadas las anteriores posibles fórmulas de imputación de responsabilidad 
penal a los sujetos intervinientes, cabría preguntarnos también si es que pudiésemos 
encontrarnos ante una actuación a título de instigación, teniendo como hecho clave para 
analizar esta categoría, el hecho de que la imputada hizo un pago a los internos intervinientes 
en la consumación del secuestro. 
Como se aprecia de lo recogido en los Informes Finales del juzgado a cargo de la instrucción, 
la procesada refiere que pagó la cantidad de cinco nuevos soles (S/ 5.00) para que los jóvenes 
del centro realicen esta labor, lo cual habría ocurrido después de haber coordinado con el 
responsable del Centro, Carlos Villacrices Cavero. Al respecto, en el Atestado Policial (f. 17), 
se señala que “[la denunciada] recibió una llamada telefónica de parte de su hija Medalí (22) 
diciendo que nuevamente había sido golpeada, motivo por el cual habló con el Director del 
Centro Terapéutico WHOMO, Carlos Villacrices Cavero quien le proporcionó dos internos 
para que traigan a Miguel Ángel Páucar al centro, a petición del Director les dio S/. 5.00 soles 
de propina (…)” 
La doctrina define a la instigación como aquella conducta activa dolosa a través de la cual el 
instigador hace surgir en el instigado la decisión o resolución de realizar un delito doloso en 
concreto, lo cual tiene lugar mediante un influjo psíquico o psicológico y a través de distintos 
tipos de medios como consejos, promesas, apuestas, ruegos, persuasiones, etc.18. En el caso 
concreto, ¿es posible sostener que esta determinación se concretó a través del pago de la 
propina? Estimo que esto sí sería posible y, de ser así, ¿Qué ocurriría con el hombre del 
medio, Carlos Villacrices? Este problema podría superarse a través de la instigación mediata, 
categoría también reconocida en la doctrina como aquella en la que el instigador utiliza a un 
intermediario para ejercer su influencia psicológica sobre el autor (paralelo a la autoría 
mediata)19. 
Sin embargo y, en definitiva, admitir que en el presente caso nos hallamos ante un caso de 
instigación significaría enfrentar un importante problema que, en mi opinión, no podría ser 
                                                          
18 VILLAVICENCIO TERREROS, Óp. Cit., p. 513-516 
19 Ídem, p. 519 
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superado dadas las mayores exigencias dogmáticas y probatorias que, en principio, se 
exigirían para fundamentar esta forma de intervención criminal. Y es que, la doctrina es clara 
en señalar que, en los supuestos de instigación, el instigador no realiza la infracción ni toma 
parte en sentido material20, es decir, no ostenta dominio del hecho, lo cual difiere de lo 
ocurrido en el presente caso, ya que la imputada sí poseyó dominio del hecho en todo 
momento de desarrollo de las conductas delictivas.  
Este detalle, pues, hace que la posibilidad de considerar la instigación como método de 
resolución del caso se vea complicada. Por ello, y teniendo en cuenta el dominio del hecho 
ostentado por la imputada, considero que, en el supuesto que se haya identificado y 
procesado debidamente a todos los actores intervinientes el análisis debió orientarse hacia 
una posible coautoría o, en su defecto, a una posible autoría mediata y no a un supuesto de 
instigación mediata. 
Sin perjuicio de lo señalado, considero que la principal dificultad con la que nos encontramos 
en la tramitación del expediente es que, a pesar de los esfuerzos de la judicatura (los cuales, 
según he indicado previamente en atención a las vías procesales previstas en el Código de 
Procedimientos Penales, no encuentro suficientes), no se pudo identificar, notificar ni incluir 
en el juicio al responsable del Centro de Rehabilitación WHOMO, Carlos Villacrices Cavero, 
ni a los demás sujetos intervinientes (supuestos internos del referido centro), razón por la cual 
cualquier tipo de fórmula de imputación más compleja que la autoría directa se ve frustrada 
en el presente caso.  
5.3 LA FORMALIZACIÓN DE LA DENUNCIA: ¿EXISTIÓ CONCURSO DE DELITOS? 
A fs. 49 obra la formalización de denuncia de fecha 29 de setiembre de 1998, en la cual, sin 
que sea posible apreciar mayor motivación, el Ministerio Público resuelve declarar no haber 
mérito para formalizar denuncia penal contra Magda Agapita Castañeda Moreno por delito 
contra la Libertad – Violación de Domicilio, disponiéndose el archivo definitivo de los actuados 
en cuanto a ese extremo se refiere. 
Ahora bien, es preciso recordar que, según se tiene de los hechos denunciados, la conducta 
desplegada por la denunciada y los demás sujetos intervinientes fue, en cierto modo, 
compleja, al haber concatenado una sucesión de comportamientos para la realización del fin 
ilícito, razón por la que, en consecuencia, se justifica el análisis a realizarse en el presente 
acápite.  
Según se desprende de los fundamentos de hecho de la formalización de la denuncia, cuando 
el agraviado se encontraba en el interior de su domicilio, “de manera sorpresiva hizo su 
                                                          
20 HURTADO POZO, José y PRADO SALDARRIAGA, Óp. Cit., p. 168 
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ingreso la denunciada conjuntamente con otros sujetos desconocidos, los mismos quienes le 
hicieron salir a la fuerza, introduciéndolo en un vehículo, siendo conducido a un Centro de 
Rehabilitación para drogadictos ubicado en el distrito de Comas, lugar donde quedó internado 
(…)” 
Ante la falta de análisis de este aspecto por parte del Ministerio Público, cabe preguntarnos 
si nos encontramos ante una sola conducta global subsumible en el supuesto previsto por el 
tipo penal de secuestro, o si estamos ante dos conductas distintas, ambas penalmente 
relevantes: la primera referida al ingreso ilícito al domicilio del agraviado (violación de 
domicilio) y la segunda referida a la conducción y custodia contra su voluntad en un centro 
de rehabilitación (secuestro). En otras palabras, ¿nos encontramos ante un concurso de 
leyes? y, de ser así, ¿es este un concurso real, ideal o aparente? 
Sobre el particular, es menester referirnos, en primer lugar, a los criterios desarrollados por 
la doctrina sobre la unidad de hecho o de acción, es decir, a las reglas para determinar, 
ante un posible concurso de delitos, cuándo nos encontramos ante la concurrencia de un solo 
hecho y cuándo se trata de una sucesión de ellos. 
Según señala el profesor Mir Puig, el concepto de unidad de hecho es eminentemente 
valorativo. De esta manera, señala que el criterio más preciso para valorar un hecho como 
unitario en el derecho penal solo puede ser “jurídico” y no meramente naturalístico, según se 
desprende del sentido del tipo penal correspondiente21.  
Del mismo modo, y a efectos del presente análisis, es necesario tener en cuenta los principios 
de interpretación de normas penales en razón de que podríamos encontrarnos ante un 
concurso aparente de leyes, el cual es definido por la doctrina como aquella situación en la 
que sobre un hecho punible convergen diversos preceptos penales excluyentes entre sí, 
donde solo uno de ellos debe ser aplicado, denominándose “aparente” porque, justamente, 
mediante el empleo de criterios de interpretación se llega a determinar que solo es aplicable 
una única disposición que comprende todos los aspectos de la acción22. En el mismo sentido, 
el profesor Bramont-Arias Torres señala que los problemas de interpretación surgen cuando 
el sujeto activo realiza una acción que podría ser calificada, en apariencia, por más de un tipo 
penal, cuando en la realidad solo se puede aplicar uno. El referido autor, citando al profesor 
Carlos Creus, señala que “el encuadramiento plural se reduce a un encuadramiento único 
(por eso se dice que el concurso es solo ‘aparente’), cuando uno de los tipos en juego 
desplaza a los otros, con lo cual únicamente queda vigente el tipo desplazante”23. A su vez, 
                                                          
21 MIR PUIG, Santiago. Derecho Penal. Parte General. Octava edición, Barcelona: Ed. Reppertor, 2008, p. 639 
22 HURTADO POZO, José y Víctor PRADO SALDARRIAGA. Óp. Cit., pp. 230-231 
23 BRAMONT-ARIAS TORRES, Luis. “Interpretación de la ley penal” en Derecho & Sociedad, N.° 20, 2003, p. 182 
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el profesor Mir Puig señala que los concursos de leyes se producen cuando uno o varios 
hechos son incluibles en varios preceptos penales de los que solo uno puede aplicarse, 
puesto que su estimación conjunta supondría un bis in ídem, lo cual sucede siempre que uno 
de los preceptos baste por sí solo para aprehender todo el desvalor del hecho o hechos 
concurrentes, concurriendo entonces un solo delito24.  
Ante este escenario problemático, la solución propuesta por la doctrina es el empleo de 
criterios de interpretación (principios) a fin de determinar qué norma penal debe ser aplicable 
a cada caso en concreto. Estos principios son los de especialidad, alternatividad, 
subsidiariedad y consunción25. 
El principio de especialidad refiere a los supuestos en los que un tipo penal especial desplaza 
al tipo genérico, lo cual se presenta en el caso de aquellos delitos en que se presentan 
relaciones de tipos básicos a derivados. En estos casos, la conducta prevista en el tipo 
especial realiza obligatoriamente aquella prevista en el tipo general, lo cual, evidentemente, 
no siempre ocurre en sentido inverso. Siendo así, la solución es optar por la norma especial 
antes que la general, en razón de que la primera presentará todos los elementos de esta 
última, más alguno o algunos específicos26. Esto puede ocurrir, por ejemplo, al optar por la 
aplicación del tipo penal de parricidio en un caso concreto, desplazándose la fórmula legal 
prevista en el delito de homicidio simple o calificado.  
Por otro lado, el principio de subsidiariedad consiste en la aplicación de un tipo penal 
subsidiario en caso no se pueda aplicar un precepto penal de primer orden, lo cual viene a 
ser una dinámica opuesta a la del principio de especialidad: cuando no se puede cumplir con 
todos los requisitos que establece el tipo especial, se aplicará el tipo general. Al respecto, el 
profesor Bramont-Arias plantea dos tipos de supuestos: aquellos escenarios donde el propio 
código penal plantea una remisión hacia el tipo general, como ocurre en los casos que las 
formas agravadas de lesiones en razón al sujeto activo y pasivo (art. 121-B del CP) no puedan 
adecuarse, debiendo ser de aplicación el precepto general (primer párrafo del art. 121 del 
CP); estando también los escenarios un poco más problemáticos, donde no existe indicación 
expresa en el CP, como podría ocurrir en el caso que un sujeto ingresase furtivamente a una 
casa con el propósito de hurtar bienes, conducta no demostrada en juicio, debiendo 
sancionarse al agente ya no por hurto agravado pero sí por el delito de violación de domicilio, 
de carácter subsidiario en el ejemplo en concreto.  
                                                          
24 MIR PUIG, Santiago. Óp. Cit., p. 652 
25 BRAMONT-ARIAS TORRES, Luis. Óp. Cit., p. 183 
26 BERDUGO GÓMEZ DE LA TORRE, Ignacio. Lecciones de Derecho Penal – Parte General. Segunda edición. Barcelona: 
Ed. Praxis, 1999, p. 310 en BRAMONT-ARIAS TORRES, Luis, Óp. Cit., p. 183 
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Seguidamente, el principio de consunción se refiere a aquellos supuestos en los que el 
contenido de una acción típica incluye a otro tipo penal. En estos casos, el precepto más 
amplio o complejo absorberá a los que castiguen las infracciones consumidas en aquel. Sobre 
el particular, el profesor Berdugo indica que la absorción solo es posible cuando el desvalor 
de la conducta es lo suficientemente pequeño como para no reclamar una pena autónoma, 
cosa que ocurrirá seguramente cuando la lesión sea constitutiva de una simple falta”27. 
Finalmente, el principio de alternatividad será de aplicación cuando no sea posible hallar una 
relación de especialidad, subsidiariedad o consunción. Se aplica a aquellos supuestos en los 
que un tipo penal se refiere a la misma acción que otro, ocurriendo el desplazamiento cuando 
en uno de los tipos surgen circunstancias particulares que se enuncian respecto de dicha 
acción. Cabe mencionar que a consideración del profesor Mir Puig, este principio se refiere a 
aquellos casos en los que, por un error o descuido del legislador, dos o más preceptos prevén 
exactamente el mismo hecho, debiendo aplicarse el que señale la pena más grave, quedando 
derogada tácitamente la disposición más leve28.  
A efectos de tener una idea más clara respecto de lo señalado anteriormente y de analizar 
un posible escenario de conflicto aparente de leyes entre ambos preceptos penales, es 
necesario tener presente el texto vigente al momento de comisión de los hechos para cada 
uno de estos delitos:   
Secuestro.-  
Artículo 152.- El que, sin derecho, priva a otro de su libertad personal, será reprimido 
con pena privativa de libertad no menor de diez, ni mayor de quince años. 
     La pena será no menor de veinte ni mayor de veinticinco años cuando: 
     1. El agente abusa, corrompe, trata con crueldad o pone en peligro la vida o salud 
del agraviado. 
     2. El agente pretexta enfermedad mental inexistente en el agraviado. 
 (…) 
Violación de domicilio.-   
Artículo 159.- El que, sin derecho, penetra en morada o casa de negocio ajena, en su 
dependencia o en el recinto habitado por otro o el que permanece allí rehusando la 
                                                          
27 BERDUGO GÓMEZ DE LA TORRE, Ignacio. Óp. Cit., p. 310 en BRAMONT-ARIAS TORRES, Luis, Óp. Cit., p. 183 
28 MIR PUIG, Santiago. Óp. Cit., 657-658 
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intimación que le haga quien tenga derecho a formularla, será reprimido con pena 
privativa de libertad no mayor de dos años y con treinta a noventa días-multa. 
Ahora bien, considero que en el caso concreto la aproximación respecto del delito de 
“violación de domicilio”, debe realizarse en razón del momento en el cual la imputada y los 
demás agentes intervinientes hicieron ingreso al domicilio del agraviado (según los 
fundamentos de hecho de la formalización de denuncia), lo cual debe entenderse no como 
un hecho naturalísticamente aislado, sino como una conducta necesaria y unitaria respecto 
del delito de secuestro en el caso concreto.  
Como se aprecia, de su ubicación sistemática en el texto normativo y del contenido de los 
tipos penales, se tiene que ambos delitos buscan proteger el bien jurídico libertad y que la 
pena conminada prevista para el secuestro es mucho más grave que aquella para el delito 
de violación de domicilio (de 10 a 15 años, frente a una no mayor de 2 años) Seguidamente, 
de acuerdo a los criterios expuestos por el profesor Mir Puig, considero que el acto de 
ingresar sin derecho a un domicilio ajeno corresponde a un hecho que, desde mi opinión, es 
posible que acompañe al delito de secuestro sin que se afecte el ámbito de protección de la 
norma 29 , debiendo entenderse, en este caso, que el desvalor de este último delito 
comprende un conjunto delictivo de acciones que pueden abarcar actos como el ingreso 
ilegítimo a un domicilio, daños patrimoniales, lesiones leves, entre otros.  
De esta manera, considero que, en este escenario, estaríamos ante un concurso aparente de 
leyes, debe aplicarse el principio de consunción, debiendo preferirse, en el caso concreto, 
el tipo penal del delito de secuestro, mas no el delito de violación de domicilio. Desde mi punto 
de vista, este razonamiento no fue debidamente motivado por el Ministerio Público, al 
únicamente limitarse a sostener que respecto al delito de violación de domicilio “no se cuenta 
con los presupuestos configurativos del mismo, puesto que de los hechos se advierte que la 
intención de la denunciada fue trasladarlo en contra de su voluntad al referido Centro de 
Rehabilitación”. 
Sin perjuicio de lo señalado, considero que otra vía de dilucidar acerca de por qué no se siguió 
adelante con la instrucción por el delito de violación de domicilio gira en torno a la valoración 
del acto de consentimiento que la pareja de Páucar Rodríguez habría dado para que terceras 
personas ingresasen a su domicilio. Según se tiene de los actuados, Páucar Rodríguez y 
Salinas Castañeda, a la fecha de ocurrencia de los hechos, eran convivientes, por lo que 
resulta lógico que ambos hubieran estado en posición de disponer total o parcialmente de su 
derecho fundamental a la inviolabilidad de domicilio, entendido como la posibilidad de que 
                                                          
29 MIR PUIG, Santiago. Óp. Cit., p. 656 
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otras personas ingresasen a su morada. En esa línea, según se desprende de la declaración 
instructiva de Castañeda Moreno (f. 68-71) su hija la llamó a las “tres de la tarde llorando y 
pidiéndole ayuda”, razón por la cual sería válido entender aquel pedido de ayuda como una 
forma de consentir que su madre u otras personas ingresasen a su domicilio para coadyuvar 
con dicho fin.  
5.4 SOBRE EL ANÁLISIS DE ANTIJURIDICIDAD Y CULPABILIDAD EN EL PRESENTE CASO: 
¿ESTAMOS ANTE UN RAZONAMIENTO ADECUADO POR PARTE DEL MINISTERIO PÚBLICO Y EL 
ÓRGANO JUZGADOR? 
Al delimitar el marco de la teoría del delito, es menester identificar una serie de etapas al 
momento de analizar si una conducta es penalmente relevante. En primer lugar, es necesario 
analizar si nos hallamos ante una acción que reviste interés de ser analizada por el derecho 
penal; luego de esto, dependiendo de si se asume una teoría tradicional de carácter tripartita, 
es necesario analizar la tipicidad de la conducta en cuestión; seguidamente, se debe llevar a 
cabo el análisis de antijuridicidad de dicha conducta típica para, finalmente, una vez 
superadas estas dos etapas, analizar la culpabilidad y si la referida conducta es atribuible 
como obra suya al agente que la habría cometido. De igual manera, cabe indicar que también 
existe una teoría bipartita de la teoría del delito, desde la cual se parte de la premisa de 
comprender la tipicidad dentro del ámbito de la antijuridicidad, como un tipo global del injusto 
que alberga tanto un tipo positivo como un tipo negativo, según el siguiente detalle, el cual 
servirá de pauta para nuestro presente análisis30: 
 
 
Al hablar de antijuridicidad, es necesario precisar sobre los conceptos de antijuridicidad formal 
y antijuridicidad material. Al respecto, el profesor Roxin señala que una acción es formalmente 
antijurídica en la medida en que contraviene una prohibición o mandato legal, mientras que 
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será materialmente antijurídica en la medida en que en ella se plasma una lesión de bienes 
jurídicos socialmente nociva y que no se puede combatir suficientemente con medios 
extrapenales31 . En similares términos, Villavicencio Terreros indica que la antijuridicidad 
formal es la relación de contradicción entre la conducta y el ordenamiento jurídico, es decir, 
la oposición al mandato normativo; mientras que el aspecto material se refiere a la ofensa 
socialmente nociva a un bien jurídico que puede ser una lesión o puesta en peligro32.  
En primer lugar, debemos dar por sentado que, al no concurrir ninguno de los supuestos de 
inacción previstos por la doctrina penal33, en el presente caso nos encontramos ante un hecho 
penalmente relevante que merece, en primer término, el análisis de su tipo objetivo.  
Para este fin, se debe traer nuevamente a colación el precepto legal previsto en el art. 152 
del CP vigente al momento de comisión de los hechos instruidos, en el cual se señala lo 
siguiente:  
Secuestro.-  
Artículo 152.- El que, sin derecho, priva a otro de su libertad personal, será reprimido 
con pena privativa de libertad no menor de diez, ni mayor de quince años. 
La pena será no menor de veinte ni mayor de veinticinco años cuando: 
1. El agente abusa, corrompe, trata con crueldad o pone en peligro la vida o salud 
del agraviado. 
     2. El agente pretexta enfermedad mental inexistente en el agraviado. 
(…) 
Respecto al análisis del tipo objetivo, cabe indicar que a través del delito de secuestro se 
protege el bien jurídico libertad personal, entendido en el sentido de libertad ambulatoria o 
de locomoción, como la facultad o capacidad de las personas de trasladarse libremente de 
un lugar a otro conforme a su espectro volitivo y circunstancias especiales. Asimismo, dentro 
de su estructura típica, el delito de secuestro presenta un aspecto subjetivo, referido al dolo, 
como el conocimiento y voluntad que tiene el sujeto activo de privar de su libertad 
ambulatoria a otra persona34. 
                                                          
31 ROXIN, Claus. Derecho Penal. Parte General. Tomo I. Madrid: Civitas, 1997, p. 558 
32 VILLAVICENCIO TERREROS, Felipe. Óp. Cit., p. 529 
33 En atención a la función delimitadora que cumple la teoría de la acción, se considera que no existirá una conducta relevante 
para el Derecho Penal cuando no medie la voluntad del sujeto. En ese sentido, los supuestos tradicionales de ausencia de 
acción considerados por la doctrina se enmarcan, fundamentalmente, en los casos de “fuerza física irresistible”, “movimientos 
reflejos” y “estados de inconsciencia”. Cfr. VILLAVICENCIO TERREROS, Felipe. Óp. Cit., pp. 272-277 
34 R.N. N.° 2622-2013-Lima Sur de fecha 15 de enero de 2015, F.J 5. Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de 
la República en CARO JOHN, José Antonio. Summa Penal. Segunda edición. Lima: Nomos & thesis, 2017, p. 347  
42 
 
A propósito de la configuración del tipo penal (tipo positivo) la Sala Penal Permanente de la 
Corte Suprema señala en la fundamentación del R.N N.° 1969-2016-Lima Norte35 que se 
exige que el sujeto activo provoque determinadas circunstancias que rescindan la capacidad 
del sujeto pasivo de trasladarse, a su voluntad, de un lugar a otro y que lo ideal, a efectos 
de acreditar la tipicidad objetiva, es verificar una situación de confinamiento que restrinja 
plenamente la libertad traslativa de la víctima, requiriéndose, en ese sentido, el 
enclaustramiento de una persona en un espacio geográfico determinado, impidiéndosele, de 
modo absoluto, la capacidad de movilizarse a todo lugar que pudiera decidir voluntariamente. 
La característica fundamental, pues, consiste en que el sujeto pasivo no pueda, a su arbitrio, 
desplazarse más allá de los contornos de un determinado lugar, anulando su voluntad 
traslaticia. 
Asimismo, se precisa que el sujeto activo debe actuar mediante violencia, amenaza, engaño 
o cualquier otro medio comisivo con intensidad suficiente para doblegar la voluntad del 
agraviado, logrando que su libre tránsito quede circunscrito a un lugar específico, siendo una 
de las modalidades de comisión posibles el acto de sustraer a la víctima del sitio en el que 
se encuentra y conduciéndosele a otro lugar.  
De los hechos instruidos en el expediente analizado, no encontramos mayores controversias 
respecto de la configuración de los elementos previamente señalados, verificándose la 
tipicidad objetiva del art. 152 del CP al haberse privado la libertad personal del agraviado 
Miguel Ángel Páucar Rodríguez, quien fue trasladado contra su voluntad al Centro de 
Rehabilitación WHOMO a partir de la actuación de Magda Agapita Castañeda Romero y 
Carlos Villacrices Cavero y los internos no identificados que intervinieron en el secuestro. Se 
ha verificado pues, que la voluntad del agraviado fue doblegada a través del uso de la fuerza 
por parte de estos sujetos, quienes lo retiraron a empellones de su domicilio y, luego de 
reducirlo, lo trasladaron en un vehículo hasta el referido espacio, desde donde no pudo 
escapar sino hasta el día siguiente a partir de un descuido de la persona que se encontraba 
a cargo de su vigilancia. 
Así pues, del texto de la formalización de denuncia a fs. 48 se aprecia que, en sus 
fundamentos de derecho, la Fiscalía optó por señalar que “el presente acto ilícito se 
encuentra previsto y penado en el art. 152° del Código Penal” A su vez, a fs. 49, el juzgado 
de instrucción señaló en el auto de apertura que “los hechos descritos se encuentran 
previstos y sancionados en el artículo ciento cincuentidós del Código Penal vigente, 
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modificado por la Ley veintiséis mil seiscientos treinta, vigente al momento de ocurrencia de 
los hechos(…)” 
Finalmente, se tiene que a fs. 229, la Fiscalía Superior señaló en su acusación con respecto 
a la tipificación del delito que este “se encuentra previsto y sancionado en el art. 152° del 
Código Penal antes de su modificatoria por el Decreto Legislativo N.° 896”, términos que 
fueron recogidos en la condena por mayoría de primera instancia. 
Sin embargo, de una segunda revisión del tipo penal en cuestión, podemos advertir que 
tanto el análisis del Ministerio Público como de la judicatura resultan insuficientes, puesto 
que no se analizó ninguna de las formas agravadas del delito en cuestión según se prevé 
en el tipo penal vigente al momento de los hechos, aspectos que, a mi juicio, podrían haberse 
configurado. A saber: 
Respecto del primer inciso, referido al supuesto en que el agente abusa, corrompe, trata con 
crueldad o pone en peligro la vida o salud del agraviado, considero que debió analizarse si 
es que las circunstancias en las que se trasladó al agraviado Miguel Ángel Páucar Rodríguez 
hacia un Centro de Rehabilitación para personas narcodependientes, encerrándolo en una 
habitación luego de haberlo vejado físicamente podría representar una forma de trato cruel 
o una posible afectación a su vida o salud.  
Según criterio jurisprudencial36, para analizar si en un determinado caso concurre “crueldad” 
se debe partir del tipo penal básico para así poder identificar aquellos supuestos en los que 
el delincuente pueda ir más allá del malestar que se causa “normalmente” para cometer la 
conducta básica del delito en cuestión. Así pues, la crueldad es una circunstancia 
(física/psíquica o moral) que debe ser apreciada normativamente y cuya referencia debe ser 
el comportamiento del agente a través de ciertas adiciones de otros males propiamente 
innecesarios a la víctima, yendo más allá de la pura restricción de la libertad ambulatoria. 
Este comportamiento agravado, en sus aspectos objetivos y subjetivos, debe ser asumido 
por el agente a través de una acción innecesaria, donde sea posible apreciar el carácter 
deliberado del exceso o de ocasionar padecimientos innecesarios a la víctima.  
Del mismo modo, se tiene que el trato cruel no solo comprende un atentado a la integridad 
física de la persona, sino que también alcanza el menoscabo a su integridad psíquica o moral, 
entendida como libertad de autodeterminación y de actuación conforme a lo decidido, 
                                                          
36 Sala Penal Especial de la Corte Suprema de Justicia de la República. Exp. N.° A.V. 19-2001, F.J. 691-693, pp. 601-603, 
Disponible en: http://historico.pj.gob.pe/CorteSuprema/spe/documentos/P3C1_tipificacion.pdf Fecha de consulta: 14 de 
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rechazándose toda conducta que entrañe una sensación de envilecimiento o de humillación, 
vejamen o indignidad37.  
Por otro lado, en lo que respecta a la puesta en peligro de la vida o salud del agraviado la 
jurisprudencia considera que para ello se requiere la realización de conductas con entidad 
suficiente o idoneidad para ocasionar un riesgo concreto a la integridad corporal o salud de 
la víctima, debiendo destacarse la conciencia del agente del peligro que entrañan las 
acciones realizadas para mantener el secuestro. 
Entrando al caso concreto, considero que la agravante contenida en el inciso 1 del segundo 
párrafo del art. 152 del CP debió ser, por lo menos, invocada por el Ministerio Público a fin 
de que sea debidamente analizada a nivel de juicio oral, toda vez que de los hechos 
probados en el presente caso (fs. 273 y ss.), se verifica que:  
(i) El día 13 de abril de 1998, en circunstancias en que el agraviado Miguel Ángel 
Páucar Rodríguez se encontraba en su domicilio, ingresaron de manera 
sorpresiva tres sujetos y la imputada Castañeda Moreno, quienes a viva fuerza y 
mediante violencia introdujeron al agraviado al interior de un vehículo que los 
esperaba en los exteriores de la vivienda. 
(ii) El agraviado fue trasladado contra su voluntad a un Centro de Rehabilitación para 
personas narcodependientes ubicado en el distrito de Comas, so pretexto de un 
presunto trastorno de abuso de estupefacientes, condición que no pudo ser 
probada en el trámite del procedimiento penal, conforme se desprende de las 
evaluaciones psiquiátricas y toxicológicas practicadas.  
Desde mi punto de vista, estos hechos que evidencian la existencia de una privación de 
libertad violenta y de un sometimiento a una condición de aislamiento e internamiento 
involuntario en un centro de rehabilitación, bajo el pretexto de un supuesto padecimiento de 
toxicomanía, debieron ser valorados como un posible trato cruel debiendo, cuando menos, 
haberse invocado esta causal de agravación del delito en la tramitación del proceso, sin 
perjuicio de la correspondiente verificación sobre los efectos que tales actos pudieron haber 
generado efectivamente sobre la salud psíquica del agraviado.  
Así pues, ante la alegación de la imputada respecto de haber actuado por indicación y/o en 
resguardo de su hija, es más que evidente que la acción de secuestrar al agraviado e 
internarlo contra su voluntad representó un acto por demás innecesario y que podría sugerir 
un deseo de padecimiento también innecesario sobre la salud psíquica de la víctima en razón 
de los maltratos que habría cometido previamente.  
                                                          
37 Ídem, F.J. 694, p. 603 
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En segundo término, considero que el Ministerio Público también pudo haber invocado la 
causal prevista en el inciso 2 del segundo párrafo del art. 152, referida a aquellos supuestos 
en los que “El agente pretexta enfermedad mental inexistente en el agraviado.” A saber: 
Luego del análisis realizado en los párrafos precedentes, esta causal de agravación resulta 
aún más clara, no obstante que pudiesen existir dudas respecto de qué padecimientos 
pueden ser considerados como “enfermedad mental”. A fin de esclarecer ello, el Ministerio 
Público debió servirse de elementos de soporte sobre la materia, como hubiera podido ser 
la cuarta edición del “Manual diagnóstico y estadístico de los trastornos mentales DSM-
IV38 ”vigente al momento de ocurridos los hechos. Este documento permite verificar la 
nomenclatura oficial o “clasificación categorial que divide los trastornos mentales en diversos 
tipos, basándose en series de criterios con rasgos definitorios39”.  
De esta manera, se ha verificado que la imputada dispuso el traslado e internamiento forzoso 
de Miguel Ángel Páucar Rodríguez en un centro de rehabilitación so pretexto de una 
presunta adicción a las drogas que fue desvirtuada a nivel de juicio a través de la Evaluación 
psiquiátrica N° 023746-1999-PSQ de fecha 14 de mayo de 1999, obrante a fs. 268-270 y de 
la Evaluación psiquiátrica N° 019591-2001-PSQ de fecha 14 de mayo de 2001, obrante a fs. 
263-266, en virtud de las cuales se concluyó que Miguel Ángel Páucar Rodríguez no 
presenta criterios diagnósticos de farmacodependencia.  
En ese sentido, es el caso que también se habría configurado la forma agravada previamente 
señalada, sobre todo si, al remitirnos al DSM-IV, apreciamos que los “trastornos relacionados 
con sustancias” abarcan un grupo de síntomas cognoscitivos, comportamentales y 
fisiológicos40 que podrían encuadrarse en el precepto legal precitado. 
En lo que respecta a la siguiente etapa del análisis, cabe plantearnos ¿qué es lo relevante al 
analizar la antijuridicidad respecto de la verificación del elemento negativo del injusto global 
del tipo en el presente caso? La respuesta a ello, pues, no es otra cosa que la posible 
concurrencia de causas de justificación que puedan excluir la antijuridicidad, convirtiendo el 
hecho en lícito y conforme a derecho. 
El art. 20 del CP41 , en su intrincada formulación, recoge los efectos de las causas de 
justificación en los incisos 3, referido a la legítima defensa y 4, referido al estado de necesidad 
                                                          
38 Disponible en: http://www.mdp.edu.ar/psicologia/psico/cendoc/archivos/Dsm-IV.Castellano.1995.pdf Fecha de consulta: 14 
de octubre de 2020 
39 Manual diagnóstico y estadístico de los trastornos mentales DSM-IV, p. XXI 
40 Ídem, p. 182 
41 Artículo 20.-   
Está exento de responsabilidad penal:  
(…) 3. El que obra en defensa de bienes jurídicos propios o de terceros, siempre que concurran las circunstancias siguientes: 
a) Agresión ilegítima;  
b) Necesidad racional del medio empleado para impedirla o repelerla; y,  
c) Falta de provocación suficiente de quien hace la defensa;  
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justificante. Así pues, no hay que confundir estas con los alcances de lo previsto en el inciso 
5 referido al estado de necesidad exculpante que, como se puede apreciar del gráfico anterior, 
corresponde a la etapa de culpabilidad, sobre la posibilidad de exigibilidad de otra conducta. 
A consideración del profesor Meini Méndez, el estado de necesidad, en términos generales, 
es una situación de peligro actual e insuperable que atraviesan dos o más intereses, propios 
o ajenos, en donde la única manera para preservar uno de ellos es a costa de lesionar el otro 
u otros42. Como ya se ha adelantado, nuestro ordenamiento prevé una diferenciación entre el 
estado de necesidad justificante y el estado de necesidad exculpante, ambos recogidos en lo 
incisos 4 y 5 del art. 20 del CP, respectivamente, adoptándose lo que en doctrina se denomina 
la “teoría de la diferenciación”. 
A su vez, el profesor Villavicencio Terreros43 señala que, en sentido amplio, se trata de una 
circunstancia de peligro actual para legítimos intereses reconocidos que únicamente pueden 
conjurarse mediante la lesión de los intereses legítimos de otra persona. En sentido estricto, 
conviene referirse a dos tipos de estado necesidad: estado de necesidad defensivo y estado 
de necesidad agresivo. 
La primera de estas clasificaciones refiere a la actuación del sujeto que obra frente a un 
peligro que tiene su origen en la persona a quien se dirige la materialización de la actuación 
del estado de necesidad. Por otro lado, el estado de necesidad agresivo se configura cuando 
el sujeto que obra en estado de necesidad ataca el bien jurídico de una persona no implicada 
para salvarse o salvar a otro de un peligro. A efectos del presente análisis nos importa la 
primera de estas categorías, toda vez que la actuación por parte de la procesada se dirigió 
hacia quien dio origen a la situación de necesidad. 
A través de la Ejecutoria Suprema de fecha 13 de agosto de 2002, obrante a fs. 287-288, la 
Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema, en una escueta argumentación, señaló que en 
el presente caso “la procesada a lo largo de la instrucción ha mantenido en forma uniforme y 
coherente su versión en el sentido que acudió al domicilio del agraviado ante el llamado de 
su hija y que la conducción de este hasta dicho Centro fue de buena fe para que se sometiera 
a un tratamiento especializado, que no tuvo intención de secuestrar a Miguel Ángel Paucar 
                                                          
4. El que, ante un peligro actual e insuperable de otro modo, que amenace la vida, la integridad corporal, la libertad u otro bien 
jurídico, realiza un hecho destinado a conjurar dicho peligro de sí o de otro, siempre que concurran los siguientes requisitos: 
a) Cuando de la apreciación de los bienes jurídicos en conflicto afectados y de la intensidad del peligro que amenaza, el bien 
protegido resulta predominante sobre el interés dañado; y   
b) Cuando se emplee un medio adecuado para vencer el peligro;  
5. El que, ante un peligro actual y no evitable de otro modo, que signifique una amenaza para la vida, la integridad corporal o la 
libertad, realiza un hecho antijurídico para alejar el peligro de sí mismo o de una persona con quien tiene estrecha vinculación. 
No procede esta exención si al agente pudo exigírsele que aceptase o soportase el peligro en atención a las circunstancias; 
especialmente, si causó el peligro o estuviese obligado por una particular relación jurídica; 
42 MEINI MÉNDEZ, Iván. Lecciones de derecho penal – parte general. Teoría jurídica del delito. Lima: Fondo editorial de la PUCP, 
2015, p. 341 
43 Ídem, pp. 549-551 
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Rodríguez, sino, por el contrario ha actuado en defensa de su hija, la misma que era 
maltratada continuamente por su conviviente, tal como se acredita de fojas ciento sesentiocho 
a ciento setenta, por lo que en el presente caso nos encontramos frente a una causa 
eximente de responsabilidad prevista en el inciso cuarto del artículo veinte del Código 
Penal toda vez que se encontraba en peligro su integridad corporal, bien jurídico que 
resulta predominante sobre el interés dañado, no concurriendo además el elemento 
subjetivo del tipo, presentándose en tal contexto un estado de necesidad justificante 
por lo que declararon HABER NULIDAD en la sentencia (…) y REFORMÁNDOLA: 
ABSOLVIERON a MAGDA AGAPITA CASTAÑEDA MORENO de la acusación Fiscal por 
delito contra la libertad personal – Secuestro” (resaltado propio).  
Ahora bien, ¿fue correcto este razonamiento respecto a la causa de justificación que se habría 
configurado en el caso bajo análisis o podría tratarse más bien de un error de prohibición 
vencible como había sostenido previamente la Sala Superior (a fs. 277-280) o, incluso, de un 
posible estado de necesidad exculpante? Veamos: 
La Primera Sala Penal Corporativa para procesos ordinarios con reos libres a través de la 
sentencia de fecha 31 de mayo de 2001 (f. 277-280) considera que, de lo expresado por la 
acusada en Juicio Oral, ella “no creía que su conducta sea delictiva ya que ella tiene 
entendido que el secuestro se da con finalidad económica”, concluyendo el Colegiado en su 
fundamento séptimo que “se ha acreditado la comisión del delito de secuestro, así como 
también la responsabilidad penal de la acusada, la cual se ve afectada en el aspecto de la 
culpabilidad por el error de prohibición vencible, ya que la inculpada consideró que su 
conducta no era antijurídica al creer que para la configuración del tipo penal de secuestro 
era necesario la concurrencia de un móvil lucrativo propio al del delito de extorsión, es decir, 
no se le puede exigir el conocimiento de la inexistencia de dicho móvil y por ende, advertir 
la antijuricidad de su comportamiento debido a su entorno cultural y su grado de instrucción, 
situación que en el delito investigado hace atenuable dicho ilícito (…)” [subrayado propio] 
Según se señala en la jurisprudencia44, el error de prohibición contemplado en el art. 14, 
segundo párrafo, del CP, constituye el recurso de conciencia de antijuridicidad como 
elemento constitutivo de la culpabilidad y exige que el autor de la infracción penal ignore que 
su conducta es contraria al derecho o que actúe en creencia de estar obrando lícitamente. 
En esa línea, el profesor Hurtado Pozo señala que la posibilidad de llegar a conocer el 
carácter ilícito de la conducta corresponde al conocimiento que puede alcanzar una persona 
                                                          
44 Ejecutoria suprema R.N. N.° 2721-99-Junín de fecha 04 de octubre de 1999 en Diálogo con la jurisprudencia, N.° 32, año 7, 
mayo 2001, p. 324 
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sin conocimientos jurídicos particulares45. Así, respecto de las formas de error de prohibición, 
el precitado autor conceptualiza el error de prohibición directo, referido a aquellos supuestos 
donde el autor desconoce que una norma legal prohíbe el acto, pudiendo interpretarla de 
modo que considera que su comportamiento es permitido.  
Para este análisis, resulta esencial lo declarado por la imputada Agapita Moreno a nivel de 
juicio oral (f. 243-245), al señalar que “no tengo ninguna razón para secuestrarle a él, acaso 
es adinerado”, que “yo no lo he secuestrado, yo no soy una delincuente y creo que ese delito 
es para cobrar un dinero, simplemente he actuado como madre porque mi hija me llamó” y 
que “yo me asusté porque él ponía resistencia, porque soy madre y tengo hijos, yo quería 
que él pague por todo lo que ha hecho a mi hija y eso no es delito, el de enseñar su casa”. 
Como se ha adelantado, considero que para determinar la conciencia de lo injusto se requiere 
que el autor haya tenido la posibilidad exigible de comprensión de la antijuridicidad; pero no 
en sentido técnico-jurídico, sino en su propia valoración. 
En ese sentido, es válido colegir que, en el presente caso, la imputada creyó que la conducta 
desplegada no configuraba delito toda vez que, desde su concepción, la reprochabilidad del 
delito de secuestro se enmarcaba únicamente a aquellos actos encuadrables bajo la figura 
del secuestro extorsivo, mas no a privaciones de libertad que no tuviesen fines económicos. 
A partir de la información obrante en autos, no considero que pueda tratarse de un error de 
prohibición indirecto o sobre las causas de justificación, ya que de la declaración de la 
imputada no es posible sostener que ella sabía que su conducta era delito pero que 
justificaba el mismo en razón de su rol de madre, sino que desconocía la antijuridicidad de 
la misma en absoluto al creer que era necesario un elemento típico adicional (lucro) para su 
configuración.  
Así, la línea predominante es la de teoría restringida de la culpabilidad, a partir de la cual se 
plantea el asunto de la probabilidad de la conciencia. En esta línea de ideas, es posible que 
se presenten ciertos condicionamientos y que podrían impedir que el sujeto tenga la referida 
conciencia: la exigibilidad de la conciencia de la antijuridicidad en el sujeto, puede estar 
afectada por algún condicionamiento normativo, cultural o por la costumbre, aspectos que 
podrían originar la imposibilidad de conocer y comprender la prohibición. En definitiva, bajo 
esta teoría, puede admitirse la teoría de la culpabilidad para el error de prohibición consistente 
en el creer que una conducta no está tipificada por la ley, pero no para la suposición errónea 
de los presupuestos de una causa de justificación46. 
                                                          
45 HURTADO POZO, José y Víctor PRADO SALDARRIAGA, Óp. Cit., p. 631 
46 MIR PUIG, Santiago. Óp. Cit., p. 550 
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Ahora bien, habiendo sentado que en el presente caso se podría estar ante un error de 
prohibición directo, es momento de analizar el nivel de invencibilidad del mismo. A efectos 
de ello, la Sala señala que se trataría de un error vencible en atención al entorno cultural y 
al grado de instrucción de la víctima. Sin embargo, considero que esta motivación llega a ser 
insuficiente y podría incluso confundirse con la noción del error de prohibición culturalmente 
condicionado, habiéndose debido desarrollar la serie de criterios adicionales para determinar 
la vencibilidad del error de prohibición47, tales como: 
i) Si el sujeto tuvo la posibilidad de conocer la antijuridicidad acudiendo a algún 
medio idóneo de información. 
ii) Si el sujeto, al momento del hecho, tuvo la oportunidad de informarse. 
iii) Si al autor le era exigible que concibiese la criminalidad de su conducta, lo que 
no acontece cuando cualquier sujeto prudente y con igual capacidad intelectual 
que el autor, no hubiera tenido motivos para sospechar la criminalidad.  
A pesar de que la imputada solo contase con educación primaria completa (f. 23) y si bien 
podríamos considerar que sí se acudió a un medio idóneo de información al haberse 
contactado con el encargado del Centro de Rehabilitación WHOMO, Carlos Villacrices 
Cavero, considero que sí se pudo exigir que concibiese la criminalidad del acto de 
aprehender a una persona por la fuerza, retenerla en un vehículo contra su voluntad e 
internarla en las mismas circunstancias en un centro de rehabilitación. De esta manera, 
considero que el criterio de vencibilidad considerado en la sentencia sí llega a ser adecuado; 
no obstante, lo insatisfactorio de este criterio es que igualmente, nos decanta solo a una 
disminución de la pena a imponer, más no impide la punición de la conducta, tal como ocurrió 
en el juicio de primera instancia. 
Ante ello, es necesario explorar la otra opción barajada en este expediente, es decir, el 
criterio de la Corte Suprema, que aprecia un estado de necesidad justificante en el presente 
caso. Al respecto, según señala el profesor Villavicencio Terreros, a través del estado de 
necesidad justificante se sacrifica un interés de menor valor al salvado, con base en el 
principio del interés preponderante, a partir del cual se propugna que la acción salvadora se 
presenta sobre la base de la evaluación del valor y de los intereses como el medio adecuado 
para alcanzar un fin legítimo 48 . Como se aprecia, este tema no generaría mayores 
controversias, puesto que los ejemplos y los supuestos que se han presentado en la doctrina 
y la jurisprudencia permiten tener un escenario lo suficientemente claro sobre esta causa de 
justificación. Por ejemplo, la destrucción de un bien mueble con el objeto de procurarse de 
                                                          
47 VILLAVICENCIO TERREROS, Óp. Cit., p. 621 
48 Ídem, p. 551 
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un arma a fin de repeler el ataque de un animal peligroso (patrimonio vs. Integridad/vida); la 
conducción de un vehículo por parte de un sujeto que se encuentra con presencia de alcohol 
en la sangre por encima del límite previsto en la ley, con el fin de trasladar a un tercero en 
situación de emergencia al centro de salud más cercano (seguridad pública vs. 
Integridad/vida), etc.   
Adicionalmente, para la configuración del estado de necesidad justificante deben concurrir 
ciertos elementos adicionales, tales como la existencia de una situación de peligro propio o 
ajeno que sea actual o inminente y real, la existencia de una lesión idónea y que la afectación 
sea el único modo de evitar que aquel peligro lesione otro bien jurídico (salvaguardando 
aquel de mayor valor que el sacrificado). Para ello, se requiere de un análisis de ponderación 
de intereses: es decir, una jerarquización de bienes jurídicos49.  
Siendo ello así, ¿es posible sostener que en el caso bajo análisis se ha sacrificado un interés 
de menor valor al salvado? De la argumentación jurídica esgrimida por la Corte Suprema 
tendríamos que estarían en contraposición i) la voluntad de la imputada de actuar en defensa 
de su hija, quien era maltratada continuamente por su conviviente (bien jurídico integridad 
corporal) frente a; ii) el libre tránsito y la capacidad de autodeterminación del agraviado (bien 
jurídico libertad). 
En mi opinión, dadas las especiales características de la imputada respecto del tercero cuyos 
bienes jurídicos se buscaba salvaguardar (su hija), la solución satisfactoria desde el plano 
de la justicia, es la eximición de responsabilidad. Lo que habría que verificar, entonces, es 
si resulta posible excluir la culpabilidad de la imputada en razón de la concurrencia de un 
estado de necesidad exculpante. 
En esta línea de argumentación, a través del relato sostenido por la imputada a lo largo del 
proceso, es posible sostener que, luego de llevar a cabo un examen concreto e 
individualizado respecto de esta persona, puede sostenerse que ha existido un influjo 
psicológico que le ha impedido actuar conforme a derecho. A saber: 
De la manifestación a nivel policial de Magda Agapita Castañeda Moreno (f. 16-17; 23-26), 
se tiene que el agraviado, en repetidas oportunidades, habría maltratado a la hija de la 
imputada “con golpes y puñetes y patadas así como con un palo de escoba en diferentes 
partes del cuerpo, lo cual consta en la denuncia que obra en la Comisaria de Mujeres de 
José Carlos Mariátegui; en diversas oportunidades su hija Medalí la llamaba por teléfono 
para darle las quejas sobre los maltratos de que era víctima; que el 13ABR98 [día de los 
hechos] recibió una llamada telefónica de parte de su hija Medalí (22) diciendo que 
                                                          
49 CHANJAN DOCUMET, Rafael. Diferencias entre Estado de Necesidad Justificante y Exculpante Disponible en: 
https://youtu.be/ib_s7x7rTVM Fecha de consulta: 24 de octubre de 2020 y MIR PUIG, Santiago. Óp. Cit., pp. 460-475 
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nuevamente había sido golpeada, motivo por el cual habló con el Director del Centro 
Terapéutico WHOMO, Carlos Villacrices Cavero, quien le proporcionó dos internos para que 
traigan al agraviado al centro(…)” Además, señala la imputada que el día que recibió la 
última llamada, el agraviado tenía a su conviviente “encerrada en su casa” y que su hija le 
dijo en dicha comunicación “llorando que Miguel le seguía pegando y no la dejaba salir y que 
ella se había escapado para comprar un chupete y por eso había podido llamar, asimismo, 
se encontraban tanto ella como su hija [con el agraviado] sin comer” y que cuando encontró 
a su hija al acudir a su domicilio “su cara estaba completamente moreteada, sus brazos 
negros, su espalda y su pierna, su cabeza estaba hinchada que parecía una chirimoya”; lo 
que se condice con lo señalado en su declaración instructiva (f. 68-71) respecto de los 
maltratos, volviendo a señalar que el agraviado “la golpeó a su hija y la ha tenido encerrada 
hasta horas de la mañana sin desayuno tanto a su hija como a su nieta” y que la llamó a las 
“tres de la tarde llorando y pidiéndole ayuda”. Finalmente, a nivel de juicio oral (f. 243-245), 
el sentido de esta declaración se mantiene, al señalar que “mi hija me llama por teléfono 
porque me dice que él la estaba maltratando y la tenía encerrada desde el día anterior”, que 
“estaba preocupada porque mi hija estaba prácticamente secuestrada”, que no acudió a la 
policía porque “[su] hija ha ido en varias oportunidades y no hacían nada”, “mucho los 
maltrataba y no hacían nada, él es conocido en la comisaría del sector”, que sabe que no 
puede privar a una persona de su libertad pero que “ha actuado como madre” al ver que su 
hija “estaba bien golpeada y era lo que él le había golpeado” 
Entonces, a mi juicio, existía suficiente evidencia que le permitía a la Corte Suprema motivar 
la aplicación el art. 20, inciso 5 del CP, al encontrarnos ante un escenario donde el bien 
jurídico sacrificado tiene el mismo valor que el salvado y no solo ello, sino que la imputada 
habría sufrido un “estado de alteración motivacional” que hace inexigible una conducta 
distinta a la realizada50. En efecto, considero que el hecho realizado por la procesada sí bien 
en principio puede catalogarse como antijurídico (injusto penal), el análisis de la punición de 
este caso deja de sostenerse a nivel de culpabilidad (exigibilidad de la otra conducta): debe 
apreciarse que el sacrificio del bien jurídico libertad e incluso integridad del agraviado Miguel 
Ángel Páucar Rodríguez era la única vía adecuada dentro de los límites de exigibilidad 
atendiendo al contexto en concreto y la situación particular de la imputada para salvaguardar 
la integridad y también posiblemente la libertad de su hija. El profesor Mir Puig, al respecto, 
señala que en casos como este no puede considerarse objetivamente justificada la conducta 
lesiva con arreglo al criterio de colisión, pero puede resultar disculpada si el agente actúa 
                                                          
50 VILLAVICENCIO TERREROS, Felipe. Óp. Cit., 639 
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bajo una situación de conflicto en la cual no le es exigible que deje sacrificar el interés 
amenazado51. 
Esto, pues, se condice con que aquellos bienes jurídicos que se busca salvaguardar a través 
del estado de necesidad exculpante sean, precisamente, la vida, la integridad corporal y la 
libertad, los cuales se entienden como los más valiosos en el ordenamiento jurídico. 
Adicionalmente, también debe tenerse presente el requisito previsto en el CP referido a la 
actuación del agente a favor de una persona con quien tiene estrecha vinculación, al tratarse 
de una madre que actuó en salvaguarda de su hija.  
Si bien esta opción resulta más aceptable que la del error de prohibición, tanto desde el 
punto de vista sistemático como de justicia material, a continuación, me permito proponer y 
desarrollar una solución distinta, recurriendo al enfoque de género. 
4.5 SOBRE EL ABORDAJE DE LA CAUSA DE JUSTIFICACIÓN PRESENTE EN EL CASO DESDE UN 
DERECHO PENAL CON PERSPECTIVA DE GÉNERO: ¿ES POSIBLE HABLAR DE UNA MODIFICACIÓN DE 
LOS REQUISITOS CONFIGURATIVOS DEL ESTADO DE NECESIDAD JUSTIFICANTE? 
A pesar de que estamos cerca a conmemorar treinta años de la entrada en vigencia del 
Código Penal de 1991, muchas categorías y figuras jurídicas no han sido materia de un 
desarrollo por parte de los operadores de justicia, de acuerdo a nuevos fenómenos cuya 
relevancia es reconocida en los últimos tiempos desde su incorporación a nuestro 
ordenamiento. 
Es por ello que, luego de haber tenido la oportunidad de revisar la tesis doctoral de la 
profesora María Camila Correa Flórez que lleva por título “Legítima defensa en situaciones 
sin confrontaciones: la muerte del tirano en casa”52, me permito desarrollar algunos apuntes 
a propósito de las causas de justificación del “estado de necesidad justificante” que fue 
materia de análisis en el presente caso.  
Antes de iniciar el desarrollo del análisis en sí, es menester poner de relieve algunas 
características que creo que han marcado al Derecho Penal peruano a lo largo de los últimos 
años. Al respecto, Susan Emmenegger sostiene que, a pesar de la realización casi total de 
la igualdad formal y aun cuando las normas legales sean formuladas de manera neutra, el 
derecho, desde la perspectiva feminista, es un derecho de género masculino53 
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A través de este desarrollo de ideas, y según señala la profesora Pérez Machío54, la cuestión 
radica en determinar si el Derecho Penal está dispuesto a asumir las distintas fuentes de 
poder y opresión y su impacto en la victimización de distintos colectivos. En el caso particular, 
es de tener presente que, adicionalmente a la situación de violencia doméstica descrita, nos 
encontraríamos también en un contexto de desamparo prácticamente total por parte del 
Estado dadas las precarias condiciones socio económicas y culturales de los sujetos 
intervinientes. De esta manera, lo que resulta necesario es que el Derecho Penal, en 
palabras de la precitada autora, deba asumir su parcela de responsabilidad, sancionando de 
forma desigual lo diferente y, en el caso concreto, dé cabida a la realización de un análisis 
particular sobre las posibles causas de justificación o exculpación concurrentes, teniendo 
presente el tratamiento particular que se debe brindar al tratarse de un caso en el que existe 
de por medio una agresión a una mujer por parte de su pareja.   
Como bien recoge la autora, las posiciones discordantes con este tipo de planteamientos 
han cuestionado este “derecho penal de género” aduciendo que el mismo posee 
características propias de la polémica postura del “derecho penal del enemigo”. Ante estas 
críticas, un sector doctrinario con el que me encuentro de acuerdo ha señalado que el 
derecho penal de género no participa de los rasgos propios del derecho penal del enemigo, 
toda vez que no nos encontramos ante rasgos propios como la anticipación de punibilidad, 
desproporción de las penas, disminución de garantías procesales o agravamiento de las 
reglas penitenciarias y que, según criterios jurisprudenciales desarrollados por el Tribunal 
Constitucional español, la diferenciación se justifica al encontrarnos ante sucesos de 
carácter especialmente lesivo [violencia de género], a partir del ámbito relacional en el que 
se producen y del significado objetivo que adquieren como manifestación de una grave y 
arraigada desigualdad.55.  
Si bien han existido avances concretos muy significativos, tales como la creación del 
“Sistema nacional especializado de justicia para la protección y sanción de la violencia contra 
las mujeres e integrantes del grupo familiar” a partir de la entrada en vigencia del D. 
Legislativo n.° 1368 el 28 de julio de 2018, es de observar que este tipo de normas han 
estado dirigidas a la modificación del derecho positivo en el sentido de incorporación o 
modificación de tipos penales y herramientas procesales que permitan afrontar el problema 
de la violencia de género desde el Derecho Penal, mas no se han sentado bases para 
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posibilitar escenarios de interpretación más amplia en atención a este problema para figuras 
jurídicas como las causas de justificación o eximentes de culpabilidad. 
Atendiendo a ello, la profesora Correa Flórez, en el desarrollo de su teoría56, ha propuesto 
los siguientes requisitos, los cuales me permito recoger y adaptar al caso en concreto en la 
medida que sean aplicables, toda vez que en el presente análisis no nos hallamos ante un 
caso de legítima defensa donde se haya producido la muerte del agresor, mas sí a una 
posibilidad de estado de necesidad justificante según el razonamiento esgrimido por la Corte 
Suprema.  
En ese sentido, los requisitos que deberían tenerse en cuenta para la aplicación de un estado 
de necesidad justificante desde un derecho penal de género son: 
1. Que el agresor y la víctima sean pareja de hecho o de derecho 
2. Convivencia en común 
3. Que en la relación estén presentes las características de una tiranía privada, tales 
como: a) evitación de coaliciones; b) supresión de posibilidades de salida por otras 
vías por medio de amenazas, intimidación y violencia y; c) acciones dirigidas a anular 
la voluntad y la autonomía de la mujer 
4. Presencia de maltratos físicos, psíquicos y/o agresiones sexuales en contra de la 
mujer, que son realizados de manera sistemática y reiterada (situación de peligro 
latente) 
5. Configuración de una detención ilegal por medio de amenazas y violencia que 
encuentra su fundamento en la relación de tiranía privada. 
Como se recuerda, en su manifestación a nivel policial (f. 16-17; 23-26), Magda Agapita 
Castañeda Moreno señaló que el agraviado, en repetidas oportunidades, habría maltratado 
a la hija de la imputada “con golpes y puñetes y patadas así como con un palo de escoba en 
diferentes partes del cuerpo, lo cual consta en la denuncia que obra en la Comisaria de 
Mujeres de José Carlos Mariátegui; en diversas oportunidades su hija Medalí la llamaba por 
teléfono para darle las quejas sobre los maltratos de que era víctima; que el 13ABR98 [día 
de los hechos] recibió una llamada telefónica de parte de su hija Medalí (22) diciendo que 
nuevamente había sido golpeada, motivo por el cual habló con el Director del Centro 
Terapéutico WHOMO, Carlos Villacrices Cavero, quien le proporcionó dos internos para que 
traigan al agraviado al centro(…)” Además, señala la imputada que el día que recibió la 
última llamada, el agraviado tenía a su conviviente “encerrada en su casa” y que su hija le 
dijo en dicha comunicación “llorando que Miguel le seguía pegando y no la dejaba salir y que 
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ella se había escapado para comprar un chupete y por eso había podido llamar, asimismo, 
se encontraban tanto ella como su hija [con el agraviado] sin comer” y que cuando encontró 
a su hija al acudir a su domicilio “su cara estaba completamente moreteada, sus brazos 
negros, su espalda y su pierna, su cabeza estaba hinchada que parecía una chirimoya”; lo 
que se condice con lo señalado en su declaración instructiva (f. 68-71) respecto de los 
maltratos, volviendo a señalar que el agraviado “la golpeó a su hija y la ha tenido encerrada 
hasta horas de la mañana sin desayuno tanto a su hija como a su nieta” y que la llamó a las 
“tres de la tarde llorando y pidiéndole ayuda”. Finalmente, a nivel de juicio oral (f. 243-245), 
el sentido de esta declaración se mantuvo, al señalarse que “mi hija me llama por teléfono 
porque me dice que él la estaba maltratando y la tenía encerrada desde el día anterior”, que 
“estaba preocupada porque mi hija estaba prácticamente secuestrada”, que no acudió a la 
policía porque “[su] hija ha ido en varias oportunidades y no hacían nada”, “mucho los 
maltrataba y no hacían nada, él es conocido en la comisaría del sector”, que sabe que no 
puede privar a una persona de su libertad pero que “ha actuado como madre” al ver que su 
hija “estaba bien golpeada y era lo que él le había golpeado”. 
Tal como se desprende de los relatos anteriores, aunados a la declaración en sede fiscal del 
agraviado (fs. 45), en la cual reconoce haber convivido con Mónica Salinas Castañeda 
durante cuatro años y de “haberla agredido, pero nunca encerrado”; al mérito del Certificado 
Médico Legal N.° 021095-FPL (fs. 168) practicado a Mónica Salinas Castañeda en virtud del 
cual se acreditan lesiones en la cara posterior del hombro derecho, amplia equimosis en el 
hombro izquierdo y tercios anteriores y medio externo del brazo izquierdo, en la cara, y en 
la base del quinto dedo de la mano izquierda; y al mérito de la solicitud de garantías 
personales (fs. 169-170) de fecha 06 de julio de 1998 presentada por Mónica Salinas 
Castañeda en contra de Miguel Ángel Páucar Rodríguez estaríamos pues ante la verificación 
de todos los requisitos anteriormente mencionados.  
Teniendo en cuenta todo lo señalado, corresponde ahora preguntarnos si hubiera sido 
posible argumentar a favor de la configuración de un estado de necesidad justificante desde 
la perspectiva de un derecho penal de género. Recapitulando, el estado de necesidad 
justificante requiere de la presencia de determinadas circunstancias, tales como que exista 
una situación de peligro actual o inminente y real; que se lleve a cabo una lesión idónea para 
salvaguardar bienes jurídicos de mayor valor que el sacrificado; que se lleve a cabo una 
ponderación de intereses o jerarquización de bienes jurídicos; y que, en definitiva, la 




En definitiva, soy de la opinión que, a fin de llegar a una conclusión favorable en pos de la 
verificación de los requisitos del estado de necesidad justificante, el derecho penal tiene que 
ser capaz de valorar debidamente los factores circunstanciales que se presentan en un 
escenario de violencia de género. En ese sentido, criterios que a primera vista se han 
caracterizado por su rigidez en la interpretación (tales como la verificación de la inmediatez 
o carácter real de una situación de peligro, o de la idoneidad de la lesión), deben ser 
reinterpretados de acuerdo a la fenomenología propia de este tipo de contextos y a los 
efectos que puedan llegar a generar sobre los sujetos afectados.  
Así las cosas, para casos como el que es materia del presente análisis, los operadores de 
justicia deberían orientarse a no delimitar lo que se entiende por “situación de peligro” a 
aspectos meramente temporales, sino que también debiera entrar a tallar el efecto 
psicológico que los actos de violencia doméstica pueden provocar sobre la víctima y, en este 
caso, sobre un familiar directo como lo es la madre de aquella, de modo que podamos 
considerar que una situación de peligro como la descrita en el caso concreto se prolongue 
en el tiempo más allá de aquellas conductas objetivamente identificables. En consecuencia, 
desde la perspectiva de la persona que ejerce el estado de necesidad, la situación de 
peligro podrá afirmarse en tanto sea posible hablar de una posible afectación objetiva 
a la víctima: en el caso concreto, la situación de peligro persiste mientras la convivencia de 
la pareja se mantenga, estando latente cualquier posibilidad posterior de una nueva agresión. 
En la misma línea de ideas, es necesario recordar que el presente análisis se está 
efectuando a nivel de antijuridicidad, toda vez que nos encontramos aún en la etapa de 
verificación de causas de justificación y de sus presupuestos. En ese sentido, las referencias 
que me permito formular sobre los “efectos psicológicos” no deben ser confundidas con 
condicionamientos posteriores que pudieran afectar la motivación personal del agente sobre 
la reprochabilidad de la norma (juicio de culpabilidad).  
A partir de ello, las consideraciones que el agente puede tener sobre la idoneidad de la lesión 
y sobre la ponderación de intereses que justifiquen su actuación para salvaguardar un bien 
jurídico de valor preponderante también pueden verse trastocadas a partir de los efectos que 
la violencia doméstica podría ejercer sobre su psiquis y en razón del escalamiento que esta 
violencia pueda tener a futuro. En el caso concreto, ya se ha verificado objetivamente una 
afectación de la integridad corporal de Mónica Salinas Castañeda, por lo que sería 
perfectamente admisible que la persona que actúa en estado de necesidad (su madre) crea 
que estas lesiones pudiesen escalar a futuro, ponderando su conducta (secuestro) frente a 
la posibilidad de que se afecte el bien jurídico vida de la persona en cuyo favor intercede. 
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El análisis realizado, permite apreciar que existieron razones suficientes para no recurrir a la 
pena en el presente caso, ya sea por la vía del estado de necesidad exculpante o recurriendo 
a una solución menos ortodoxa como la que provee el enfoque de género. En tal sentido, el 
fallo de la Corte Suprema resulta correcto desde un punto de vista material, mas no formal. 
4.6 SOBRE LA CORRECCIÓN DEL FALLO DE LA CORTE SUPREMA DESDE EL PUNTO DE VISTA 
PROCESAL: ¿QUÉ TIPO DE CONTROL SOBRE EL FALLO JUDICIAL DE PRIMERA INSTANCIA EJERCIÓ 
EL TRIBUNAL SUPREMO? 
En atención a las circunstancias del caso analizado, es de tener presente que este ha sido 
tramitado bajo el Código de Procedimientos Penales de 1940 (en adelante, ACPP), norma 
procesal en la cual se prevé en su art. 289 que el recurso impugnatorio correspondiente a 
sentencias tramitadas bajo un régimen de instrucción ordinario son los denominados 
recursos de nulidad.  
En ese sentido, es posible apreciar que, bajo el modelo impugnatorio del ACPP, la Corte 
Suprema hacía las veces de segunda instancia en la tramitación de los procesos ordinarios 
e, incluso, de tercera instancia en los procesos sumarios a través de los recursos de queja 
excepcionales (Art. 297.2 ACPP). Según apunta Neyra Flores, con la incorporación de la 
segunda instancia, el ordenamiento jurídico peruano ha establecido el modelo de apelación 
limitada, bajo el cual se indica que las partes no podrán deducir nuevas excepciones y 
medios de ataque o defensa, ni hechos o pruebas que no se hayan propuesto en primera 
instancia, salvo casos excepcionales que permitan que se emita nuevo material probatorio, 
debiendo el órgano ad quem resolver sobre lo dictado por el juez de primera instancia57. A 
partir de ello, es de observar que el art. 298 del ACPP faculta a la Corte Suprema a declarar 
la nulidad cuando en la sustanciación de la instrucción o en el proceso de juzgamiento se 
hubiera incurrido en graves irregularidades u omisiones de trámites o garantías establecidas 
por la Ley Penal. Así pues, según se observa de los considerandos esgrimidos por la Corte 
Suprema (fs. 287-288), en el presente caso se determinó la aplicación del art. 301 del ACPP, 
no considerándose fundamentada la sentencia condenatoria, correspondiendo su anulación 
por concurrir una causa eximente de responsabilidad y la consecuente absolución de la 
condenada Castañeda Moreno. 
Ahora bien, es menester plantearnos cuál hubiera sido el iter procesal que hubiera 
correspondido en caso el presente proceso se hubiera tramitado bajo las reglas del NCPP. 
En ese sentido, en primer lugar, cabe indicar que, luego de superada la investigación 
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preparatoria y etapa intermedia, de acuerdo al art. 28 del NCPP, la competencia del presente 
caso hubiera correspondido a un Juzgado Penal Colegiado integrado por tres jueces o 
juezas, ello en atención a que el delito de secuestro prevé una pena privativa de libertad 
mayor de seis años en su extremo mínimo. 
Una vez pronunciada la sentencia condenatoria de primera instancia, de acuerdo a los 
parámetros previstos en el art. 399 del NCPP y de acuerdo al itinerario procesal seguido en 
el caso sub examine, hubiera correspondido que la correspondiente Sala Penal Superior de 
Apelaciones se pronunciase respecto del recurso impugnatorio que hubiera sido formulado 
por la imputada o su abogado defensor, de acuerdo al trámite previsto en el art. 421 del 
NCPP.  
Sobre ello, cabe indicar que el recurso impugnatorio de apelación atribuye a la Sala Penal 
Superior dentro de los límites de la pretensión impugnatoria, esto es, al examen de la 
resolución recurrida tanto en la declaración de hechos cuanto en la aplicación de derecho.  
La sentencia de segunda instancia a la que hubiera lugar podrá, según los alcances previstos 
en el art. 425 del NCPP: a) Declarar la nulidad, en todo o en parte, de la sentencia apelada 
y disponer se remitan los autos al Juez que corresponda para la subsanación a la que 
hubiere lugar o; b) dentro de los límites del recurso, confirmar o revocar la sentencia apelada. 
En el caso concreto, al encontrarnos ante una sentencia condenatoria de primera instancia, 
el Tribunal revisor podría haber dictado sentencia absolutoria o dar al hecho una 
denominación jurídica distinta o más grave de la señalada en la primera instancia de mediar 
el recurso correspondiente por parte del Ministerio Público. Dentro de estas alternativas, 
también habría sido posible que se modifique la sanción impuesta, así como la imposición, 
modificación o exclusión de penas accesorias, conjuntas o medidas de seguridad.  
La intervención de la Corte Suprema en la presente causa, de acuerdo a los lineamientos 
previstos en el NCPP, solo habría procedido mediante la interposición de un recurso de 
casación, siempre y cuando se hubiesen cumplido los requisitos establecidos para su 
admisión, según se prevé en el art. 425.5 del NCPP.  
En el supuesto de que, en el presente caso se hubiese decidido acudir a la instancia de 
casación, cabría analizar, en primer orden, los requisitos de procedencia establecidos en el 
art. 427 del NCPP. Respecto a este primer filtro, es posible apreciar que no habría surgido 
mayor inconveniente, toda vez que nos hubiéramos hallado ante una sentencia definitiva de 
segunda instancia (primer requisito de procedencia) y ante la comisión de un delito con un 
extremo mínimo de pena superior a los seis años (segundo requisito de procedencia), no 




Ahora bien, dentro de las causales previstas para la interposición del recurso de casación, 
según se recoge en el art. 429 del NCPP, se encuentran los siguientes supuestos: 
1. Si la sentencia o auto han sido expedidos con inobservancia de algunas de las 
garantías constitucionales de carácter procesal o material, o con una indebida o 
errónea aplicación de dichas garantías. 
2. Si la sentencia o auto incurre o deriva de una inobservancia de las normas legales 
de carácter procesal sancionadas con la nulidad. 
3. Si la sentencia o auto importa una indebida aplicación, una errónea interpretación o 
una falta de aplicación de la Ley penal o de otras normas jurídicas necesarias para 
su aplicación. 
4. Si la sentencia o auto ha sido expedido con falta o manifiesta ilogicidad de la 
motivación, cuando el vicio resulte de su propio tenor. 
5. Si la sentencia o auto se aparta de la doctrina jurisprudencial establecida por la Corte 
Suprema o, en su caso, por el Tribunal Constitucional. 
Al respecto, es esencial tener presente que el recurso de casación es de carácter 
extraordinario, y que al estar su conocimiento limitado exclusivamente a las causales 
previstas en el art. 432.1, es un recurso limitado y, como tal, no se conforma como una nueva 
instancia, sino como un extraordinario mecanismo de ajuste a la legalidad de las decisiones 
judiciales adoptadas en segunda instancia 58 . Según señala Arbulú Martínez, entre las 
funciones reconocidas a la casación en la doctrina procesal penal, cabe mencionar: la 
nomofiláctica, referida a la protección o salvaguarda del orden jurídico en sentido formal; la 
función de uniformidad de la jurisprudencia y, por último; la función de tutela del interés de 
las partes59.  
En ese sentido, a este nivel no resulta admisible efectuar o referirse a nuevas valoraciones 
probatorias, mas si a posibles vicios en la formulación del fallo, toda vez que tanto las partes 
como el órgano de casación se hayan limitados a las reglas taxativas previstas en el art. 429 
y art. 432.1, no siendo posible sostener que nos hallemos ante una “tercera instancia” ya 
que el examen del recurso de casación versa sobre la cuestión jurídica de la sentencia 
recurrida. 
Si partiésemos de los argumentos esgrimidos por la parte recurrente en la fundamentación 
de su recurso a fs. 282-283, la única posibilidad de concurrencia de una causal para la 
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interposición de recurso de casación en el presente caso se habría enmarcado dentro de los 
alcances del cuarto numeral del art. citado precedentemente.  
Alternativamente, en el supuesto de que, nuevamente, la Corte Suprema hubiera optado por 
considerar la concurrencia de la causal eximente de responsabilidad de estado de necesidad 
justificante prevista en el art. 20.4 del CP, estimo que ello también se habría podido formular, 
bajo los alcances del numeral tercero, verificándose una errónea interpretación de las 
causales modificatorias de responsabilidad penal en el presente caso. Luego de ello, 
correspondería analizar qué alcances respecto del contenido de la sentencia casatoria 
previstos en el art. 433 del NCPP hubieran resultado aplicables al caso concreto. 
En ese sentido, es de observar que el primer inciso del mencionado artículo señala que, si 
la sentencia de la Sala Penal de la Corte Suprema declara fundado el recurso de casación, 
además de declarar la nulidad de la sentencia, podrá decidir por sí el caso, en tanto para 
ello no sea necesario un nuevo debate, u ordenar el reenvío del proceso. Seguidamente, el 
segundo inciso del art. 433 prevé que, si se opta por la anulación sin reenvío, en la misma 
sentencia la Corte se pronunciará sobre el fondo, dictando para ello el fallo que deba 
reemplazar al recurrido. En caso se optase por la anulación con reenvío, se indicará el Juez 
o la Sala Penal Superior Competente y el acto procesal que deba renovarse, debiendo el 
órgano jurisdiccional que reciba los autos proceder de conformidad con lo resuelto por la 
Sala Penal Suprema.  
Respecto de si la Corte Suprema habría estado investida de potestad para revocar el fallo 
de primera instancia, es necesario tener presente que el art. 150 prevé que no será necesaria 
la solicitud de nulidad de algún sujeto procesal y podrá ser declarado de oficio los defectos 
concernientes, dentro de lo pertinente al caso concreto, a la inobservancia del contenido 
esencial de los derechos y garantías previstos por la Constitución. En ese sentido, si la Corte 
de casación determinase que nos hallamos ante un vicio insubsanable que habría tenido 
origen en la primera instancia, es posible ordenar un nuevo pronunciamiento. En la práctica 
jurisprudencial esto ha ocurrido, por ejemplo, al concurrir vicios graves respecto del derecho 
de motivación de resoluciones judiciales, enmarcados en la causal de casación de “errónea 
interpretación de la Ley penal y manifiesta ilogicidad de la motivación, cuando el vicio resulte 
de su propio tenor” (art. 429.4 del NCPP), tal como se ha plasmado, por ejemplo, en la 
Sentencia de Casación N.° 60-201660 de fecha 09 de mayo de 2017, emitida por la Primera 
Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema. 
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Al respecto, ha de tenerse en cuenta que, según señala Carnelutti, respecto de los medios 
de impugnación se considera que los mismos se desenvuelven en dos fases: la primera 
referida a un juicio rescindente, por el cual se deja sin efecto el acto judicial recurrido y, en 
segundo término, un juicio rescisorio, dirigido a sustituirlo. Estas fases, según complementa 
Arbulú Martínez, pueden corresponder a diferentes tribunales (tribunal de casación y tribunal 
de reenvío)61.  
Habiéndose planteado el marco procesal aplicable al caso concreto bajo las reglas del NCPP, 
considero que, en el presente caso, la Corte Suprema podría haber casado llevando a cabo 
una debida fundamentación de las causas eximentes de responsabilidad que, a su criterio, 
podrían haber concurrido, haciendo las precisiones pertinentes respecto de la errónea 
interpretación y análisis de la ley en la que habría incurrido el a-quo (art. 429.3 NCPP), 
limitando su competencia únicamente a los errores jurídicos contenidos en la resolución 
recurrida, estando así sujeta de manera absoluta a los hechos legalmente comprobados y 
establecidos en la sentencia recurrida (art. 432.2 NCPP). A mayor abundamiento, considero 
que la Sala Suprema podría haber invocado de oficio la necesidad del desarrollo de doctrina 
jurisprudencial en atención a la naturaleza del asunto objeto de decisión (art. 433.3 NCPP): 
los efectos que la violencia de género subyacente puede tener sobre los parámetros de 
interpretación ordinarios propios de las posibles causas de justificación y de exculpación 
presentes en el caso en concreto. Por ello, considero que, atendiendo a la mayor 
preponderancia que hubieran tenido estos aspectos, no habría sido necesario un reenvío del 
proceso, emitiéndose, en consecuencia, un fallo rescindente y rescisorio (art. 433.2 NCPP). 
Una segunda posibilidad que habría podido ser materia de casación, hubiera girado en torno 
a la necesidad de incorporación de Villacrices Cavero y, accesoriamente, de los internos que 
participaron en el secuestro de Páucar Rodríguez, todo ello en estricta relación a las 
causales modificatorias de responsabilidad que hubieran podido concurrir respecto de la 
imputada. Para dicho fin, hubiera resultado necesario, en consecuencia, un nuevo debate y 
que se declare nulo todo lo actuado hasta la etapa intermedia (fallo solo rescindente), de 
modo que el proceso se hubiese retrotraído, por lo menos, hasta la audiencia de control de 
acusación a fin de que se evalúe, desde mi punto de vista, el posible sobreseimiento de la 
acción penal respecto de la participación de la procesada Castañeda Moreno en atención al 
estado de necesidad exculpante que se hubiera configurado en el caso bajo análisis y de la 
intervención y posible responsabilidad de los demás agentes intervinientes en los hechos.  
 
                                                          




A lo largo de la tramitación del presente expediente ordinario, ha sido posible abordar 
múltiples temas propios de la teoría general del delito, a partir de lo cual ha sido advertir una 
serie de deficiencias en la justificación fáctico-jurídica de una serie de conceptos invocados 
en la resolución del caso en concreto. En ese sentido y, respecto a las cuestiones 
controvertidas analizadas en los numerales precedentes, se puede concluir lo siguiente: 
1. La imputación objetiva es un análisis indispensable que se debe llevar a cabo a fin 
de determinar el desvalor de la acción y del resultado en el curso de análisis de una 
acción penalmente relevante y de cara a la determinación de la tipicidad (sea en 
sentido tradicional o como parte de la antijuridicidad) de una conducta. En ese sentido, 
considero que el taxista Benavides Arteaga debió ser incluido, al menos en la etapa 
preliminar de la investigación, toda vez que existen suficientes dudas acerca de si su 
conducta se adecuó al rol inocuo y estereotipado que se puede esperar de un 
conductor de taxi o de si, por el contrario, este rol se vio transgredido y su accionar 
coadyuvó a la ejecución y consumación del delito. A efectos de dicho análisis, 
conceptos como la prohibición de regreso, conductas neutrales y el deber mínimo de 
solidaridad hubieran sido necesarios de analizar por parte del órgano juzgador y 
sobre su posible verificación respecto de la conducta del sujeto en cuestión. 
2. Los tópicos referidos a la cualidad de la intervención criminal de los agentes en el 
presente caso resultan de gran interés y pudieron haber dado pie a una profunda 
discusión sobre cada una de las categorías presentes en nuestro ordenamiento y 
sobre su desarrollo a mayor profundidad por la doctrina y jurisprudencia. Sin embargo, 
la deficiente tramitación de la investigación no permitió que se pudiera incluir en la 
misma a los demás sujetos involucrados en el secuestro de Páucar Rodríguez. De 
esta manera, si bien la consideración como autora directa de la imputada Castañeda 
Moreno llega a ser correcta en razón de los medios con los que se cuenta, esta llega 
a ser absolutamente insuficiente. En mi opinión, resulta de primordial interés la 
determinación de la categoría de autoría y/o participación bajo la cual habría actuado 
el director del centro de rehabilitación, Carlos Villacrices Cavero. De haberse incluido 
a todos los investigados, considero que el título idóneo de imputación debió haberse 
dado bajo la figura de coautoría entre Castañeda Moreno y Villacrices Cavero, y 
contando como partícipes necesarios a los internos del establecimiento dirigido por 
este último; todo ello sin perjuicio de los análisis sobre la culpabilidad de cada uno 
de ellos que pudiera haberse realizado con posterioridad. 
3. Dada la complejidad de la conducta penalmente relevante de algunos tipos penales 
como el de secuestro, es común encontrar dificultades respecto de los posibles 
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concursos de normas penales que pueden concurrir en un caso en concreto. En ese 
sentido, en el presente caso resulta relevante efectuar la precisión sobre el concurso 
aparente de leyes configurado y analizar los criterios sobre la unidad de acción penal 
a fin de complementar la falta de análisis del Ministerio Público al haber decidido 
archivar el delito de violación de domicilio. Asimismo, también es posible identificar 
un acto de disposición sobre el bien jurídico libertad (inviolabilidad de domicilio) 
efectuado por la conviviente del agraviado, Medalí Salinas Castañeda, acto que 
habría facultado a terceras personas a ingresar a su domicilio y que habría convertido 
en atípico el delito de violación de domicilio. 
4. Respecto al análisis de todos los conceptos que se desprenden de una revisión 
íntegra de la teoría general del delito aplicada al presente caso, es posible advertir 
múltiples deficiencias en lo que refiere a la valoración de la tipicidad, antijuridicidad y 
culpabilidad. Estas deficiencias se refieren, en primer momento a un insuficiente 
análisis del tipo penal de secuestro y sus formas agravadas previstas en el tipo penal 
vigente al momento de comisión de los hechos en el presente caso. Seguidamente, 
desde mi punto de vista, la Corte Suprema yerra formalmente al considerar que en 
el presente caso se habría configurado un estado de necesidad justificante. Según lo 
apreciado y de un análisis más riguroso sobre la forma y razón por la que llevó a 
cabo su conducta la procesada, es posible concluir que la posibilidad de verse 
motivada cabalmente por la norma prohibitiva no concurre. En razón de ello, y 
teniendo en consideración, además, la calidad de los bienes jurídicos enfrentados 
(libertad vs. Integridad), considero que la decisión más satisfactoria y acorde a los 
criterios normativos y dogmáticos vigentes hubiera sido invocar la configuración de 
un estado de necesidad exculpante. Sin perjuicio de ello, el análisis respecto del error 
de prohibición vencible efectuado por la Sala Superior también resulta interesante, 
por lo que habría podido ser una alternativa válida a partir de los medios obrantes en 
el caso concreto. En definitiva, la decisión de la Sala Suprema de eximir de 
responsabilidad a Castañeda Moreno resulta adecuada desde un punto de vista 
material, mas no formal. 
5. Es necesario poner de relieve la relevancia que casos como el planteado presentan 
de cara a un cuestionamiento de las figuras jurídicas cuyo empleo e interpretación 
han seguido una línea de uniformidad desde la entrada en vigencia de nuestro 
Código Penal, tal como ocurre con la causa de justificación de estado de necesidad 
justificante. En ese sentido, el derecho penal de género no debe limitarse únicamente 
a la incorporación de nuevos tipos penales o del reconocimiento de condiciones 
personales que agraven el juicio de desvalor de acción del agente, sino que también 
deberían operar como criterios para poder reflexionar sobre los requisitos de las 
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causas de justificación vigentes, de modo que puedan ser invocadas y aplicadas de 
acuerdo a la fenomenología propia de estructuras complejas como lo son la violencia 
de género y la violencia doméstica. Esto permitiría abrir nuevos escenarios de 
interpretación de estas figuras, de forma que los operadores jurídicos no terminen 
clasificándolas como estados de necesidad putativos. 
6. Finalmente, es de destacar las principales diferencias existentes entre los recursos 
impugnatorios de último nivel aún vigentes en paralelo en nuestro ordenamiento, 
como lo son los recursos de nulidad del ACPP y el recurso de casación del NCPP. 
Sobre ello, ha de resaltarse el carácter excepcional del recurso de casación y de 
cómo, ante la presencia de vicios insubsanables, la sentencia casatoria de la Corte 
Suprema puede alcanzar decisiones de la primera instancia.   
De haberse seguido bajo las reglas del NCPP, es posible sostener que en el presente 
caso nos hubiéramos hallado ante un fallo rescisorio (art. 433.2 del NCPP ) en 
atención a la presencia de vicios en la formulación del fallo por una errónea 
interpretación de la Ley penal (art. 429.3 NCPP), en virtud de lo cual se hubiera 
optado por la anulación sin reenvío de la decisión recurrida y, en consecuencia, 
resultando necesario un pronunciamiento por parte de la propia Sala casacional 
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